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15) Por el que se designa con el nombre “Doctor Luis Al- 
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16) Discusión particular del proyecto de resolución elevado 
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de Fiscal de Corte y Procurador General de la Nación. 


(Carp. N* 662/97 - Rep. N* 408/97) 


17) Discusión particular de los proyectos de resolución 
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una funcionaria del Ministerio de Salud Pública. (Pla- 
zo constitucional vence 16 de junio de 1997). (Carp. 
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zas. (Plazo constitucional vence 29 de junio de 1997). 
(Carp. N* 660/97 - Rep. N* 392/97). 
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ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Astori, Batlle, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, Fernández 
Faingold, Gandini, Garat, García Costa, Gargano, Heber, 
Hierro López, Irurtia, Korzeniak, Mallo, Michelini, Millor, 
Pozzolo, Ricaldoni, Sanabria, Santoro, Sarthou, Segovia, 
Storace y Virgili. 


3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


(Es la hora 16 y 21 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 
“Montevideo, 11 de junio de 1997. 
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social remite 


la información solicitada por el señor Senador Luis Al- 
berto Heber relacionada con los hechos ocurridos en el 
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Depósito del Programa Nacional de Complementación 
Alimentaria (PNCA) de la ciudad de Rivera. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Luis Alberto Heber. 


El señor Presidente del Parlamento Latinoamerica- 
no Diputado Juan Adolfo Singer remite nota comuni- 
cando que con el coauspicio de la Organización Pana- 
mericana de la Salud, de los Ministerios de Relaciones 
Exteriores y de Salud Pública de la República y del 
Programa Nacional de Solidaridad con el Adulto Ma- 
yor se viene organizando el Foro Internacional de las 
Américas sobre “Envejecimiento poblacional e integra- 
ción social para un milenio sin discriminación de edad 
en el campo de la salud”, a realizarse en Montevideo, 
del 31 de julio al 2 de agosto del presente año, invitan- 
do a que el Parlamento Uruguayo coauspicie dicho even- 
to. 


-A la Comisión de Salud Pública. Se cursó comuni- 
cación a la Presidencia de la Cámara de Representan- 
tes.” 


PEDIDOS DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido 


informes. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Irurtia y Millor solicitan se 
curse un pedido de informes a los Ministerios de Trans- 
porte y Obras Públicas y de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, relacionado con la Resolución del Poder Ejecuti- 
vo N* 439/97.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto de los pedidos de informes:) 
“Montevideo, 10 de junio de 1997. 


Sr. Presidente del 
Senado de la República 
Dr. Hugo Batalla 


En mérito de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicitamos se sirva cursar 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, el siguien- 
te pedido de informes en relación a la Resolución del 
Poder Ejecutivo N* 439/997 del 21 de mayo de 1997: 


1) ¿Qué se entiende por concesión integral de la 
Terminal de Granos de Nueva Palmira? 


2) ¿Cuáles son los lineamientos estratégicos defini- 
dos por ese Ministerio y los requerimientos estratégicos 
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de la Administración Nacional de Puertos en relación al 
Puerto de Nueva Palmira? 


3) ¿El proyecto licitatorio comprende el muelle ofi- 
cial de Nueva Palmira? 


4) ¿De qué manera se verán afectados los usuarios 
actuales y potenciales del mencionado puerto? 


5) ¿La Administración Nacional de Puertos conti- 
nuará brindando en forma directa servicios portuarios 
en Nueva Palmira? 


Atentamente. 
Dante Irurtia, Pablo Millor. Senadores.” 
“Montevideo, 10 de junio de 1997. 


Sr. Presidente del 
Senado de la República 
Dr. Hugo Batalla 


En mérito de lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, solicitamos se sirva cursar 
al Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca, el si- 
guiente pedido de informes en relación a la Resolución 
del Poder Ejecutivo N* 439/997 del 21 de mayo de 1997: 


1) ¿Qué se entiende por concesión integral de la 
Terminal de Granos de Nueva Palmira? 


2) ¿Cuáles son los requerimientos operacionales de- 
finidos por ese Ministerio en relación a la Terminal de 


Granos del Puerto de Nueva Palmira? 


3) ¿De qué manera se verán afectados los usuarios 
actuales y potenciales de los servicios de esa terminal? 


4) ¿El Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca 
continuará brindando en forma directa servicios en Nue- 
va Palmira? 


Atentamente. 


Dante Irurtia, Pablo Millor. Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de otro pedido de 
informes. 


(Se da del siguiente: ) 


“El señor Senador Cid solicita se curse un pedido 
de informes al Ministerio de Salud Pública, relacionado 
con las actuaciones realizadas por la Asesoría Jurídica 
Notarial de la Administración de los Servicios Sociales 
del Estado sobre los hechos ocurridos en el Instituto 
Nacional de Oncología.” 
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-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 10 de junio de 1997. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Hugo Batalla 
Presente 


De mi mayor consideración: 


De acuerdo a las noticias hechas públicas con fecha 
12 de mayo de 1997 por distintos medios, la División 
Jurídica del Ministerio de Salud Pública habría elevado 
las conclusiones de la investigación administrativa de- 
signada con fecha 30 de setiembre de 1997. Esta fue 
designada a los efectos de examinar las denuncias reali- 
zadas el 20 de marzo de 1996 por la Comisión Investi- 
gadora que actuó en el Instituto Nacional de Oncología. 
De acuerdo a esas mismas fuentes, se habría determina- 
do la clausura y archivo del expediente dando por fina- 
lizada la investigación administrativa. 


En los contenidos del dictamen se afirma que hay 
“ausencia de responsables en las observaciones señala- 
das por los Sres. interventores” a los que más adelante 
alude nuevamente diciendo “...de acuerdo con su pro- 
pia exposición, adoptaron inmediatamente los correcti- 
vos que entendieron necesarios...”. 


A juzgar por lo publicado en la prensa, resulta poco 
clara la afirmación de “ausencia de responsables” con 
lo afirmado a continuación: “...los Sres. interventores 
adoptaron los correctivos para solucionar las situacio- 
nes anormales por ellos denunciadas”. 


Es importante recordar que quienes tuvieron a cargo 
la intervención del Instituto Nacional de Oncología, en 
el informe elevado a la Dirección General de ASSE, 
señalan la comprobación de un “funcionamiento en ge- 
neral desprolijo y en algunos casos, con apartamiento 
del cumplimiento de la normativa vigente” denuncian- 
do a continuación 11 (once) situaciones donde se com- 
probó una notoria irregularidad de procedimientos, que 
abarcan desde aspectos relacionados con la vigilancia y 
custodia del patrimonio institucional, a decisiones adop- 
tadas en la esfera administrativa con respecto a com- 
pras de medicamentos y a su manejo, que es caracteri- 
zado por los Sres. interventores como con “importantes 
irregularidades...”. 


Sobre la metodología del proceso licitatorio en la 
adquisición de medicamentos, la intervención habla de 
un “manejo poco ortodoxo”, señalando además la utili- 
zación discrecional del concepto de preferencia médi- 
ca. Esto llevó a que en unas situaciones se comprara a 


11 de Junio de 1997 


11 de Junio de 1997 


laboratorios medicamentos de altísimo costo justificán- 
dola por ser la droga de origen, en tanto en otras situa- 
ciones se compraba a otros laboratorios cuyos fármacos 
no contenían la droga de origen, “...desvirtuando el pro- 
ceso licitatorio”. En este último caso la intervención 
señala que el laboratorio beneficiado por esa preferen- 
cia es el laboratorio BIOFARMA,; este es el nombre 
comercial de la empresa TERPIN SA, cuyo directorio 
integra el Dr. Lasalvia y el que a pesar de su baja 
incidencia en el mercado, se habría constituido en el 
mayor proveedor de analgésicos y citostáticos para el 
INO (Revista Postdata 1” de noviembre de 1996, infor- 
mación no desmentida). 


Con respecto al numeral ““V” del mencionado infor- 
me titulado “Autorización de Medicamentos para Pro- 
yectos de Investigación o de Interés Científico”, se com- 
probó la existencia de un sello con esa denominación 
en la dirección del Instituto, ejercida por el Dr. Eduar- 
do Lasalvia, evidenciando el uso habitual de medica- 
mentos con ese fin. Si bien esto no necesariamente en- 
traña significación en sí mismo, es llamativo que los 
Dres. Eduardo Lasalvia y Jesús Vázquez retiraran men- 
sualmente un listado de medicamentos cuya utilización 
final no era controlada. Como no escapa al conocimiento 
técnico, no existe investigación médica sin evaluación 
del resultado, ya sea a través de la historia clínica o del 
protocolo de investigación; sin embargo, el destino de 
estos medicamentos nunca pudo determinarse, como 
tampoco fueron encontradas las historias clínicas en las 
que debería figurar el registro de su utilización. 


En consecuencia, no alcanza con la declaración de 
su empleo en investigación sin que exista la documen- 
tación, en este caso la historia clínica o el protocolo 
donde queda consignada la droga, dosis así como los 
hallazgos resultantes de su aplicación, que a su vez 
permitirán evaluar el resultado. 


Pero si este hecho se vincula además a la denuncia 
realizada por la intervención en el numeral “VI” “Con- 
trol de usuarios atendidos en el INO” donde se asegura 
que “socios de algunas Instituciones de Asistencia Mé- 
dica Colectiva, se atendían en el Instituto autorizados a 
retirar medicamentos citostáticos, los más caros” pare- 
cería verosímil concluir que el destino de los mismos 
era la utilización en estos pacientes, que en forma irre- 
gular y con total conocimiento de la dirección y el “vis- 
to bueno” de la sección recaudación se atendían en On- 
cología. 


De este sumario -repaso de situaciones irregulares, 
surge claramente la gravedad de las situaciones denun- 
ciadas y parecería que el desvío de funciones, se inscri- 
biría claramente en los extremos del artículo 119 del 
Texto Ordenado de la Ley de Contabilidad y Adminis- 
tración Financiera (TOCAR): “La responsabilidad ad- 
ministrativa se genera por el apartamiento de las nor- 
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mas aplicables, de los objetivos y metas previstos, y el 
apartamiento inexcusable de los principios y procedi- 
mientos de buena administración, en todos los casos en 
lo relativo al manejo de dineros o valores públicos y a 
la custodia o administración de bienes estatales”. 


“Las transgresiones a las disposiciones de la presen- 
te ley constituyen faltas administrativas, aun cuando no 
ocasionen perjuicios económicos al Estado”. 


De acuerdo al artículo 122 del mismo Texto Orde- 
nado cuando existe conocimiento o presunción de irre- 
gularidades en la Administración y manejo de fondos 
públicos, se debe determinar la responsabilidad de los 
funcionarios intervinientes, así como la individualiza- 
ción de los infractores. 


En las conclusiones de la Asesoría Jurídico-Notarial 
de ASSE se señala que surge la “ausencia de responsa- 
bles en las observaciones señaladas por los intervento- 
res” y más adelante el mismo informe dice: “Además 
los Sres. interventores... adoptaron inmediatamente los 
correctivos que entendieron necesarios al inicio de su 
gestión...”. De la transcripción del documento de la in- 
tervención surge de manera contundente que hubo “...ob- 
servaciones...”, pero no se determinó quién fue el res- 
ponsable, en clara contradicción con el sentido de la 
investigación administrativa; si hubo hechos irregulares 
u “observaciones”, como eclécticamente señala la Ase- 
soría Jurídico-Notarial, se debe determinar la responsa- 
bilidad de los funcionarios intervinientes. Además, si la 
intervención tuvo que adoptar correctivos inmediata- 
mente, es porque había hechos irregulares, como lo se- 
ñalan en el informe de marzo de 1996 y por lo tanto 
corresponde determinar los responsables por esas irre- 
gularidades. 


Por lo expuesto, y conforme a lo establecido por el 
artículo 118 de la Constitución de la República, solicito 
al Sr. Presidente se extienda al Ministerio de Salud Pú- 
blica el siguiente pedido de informes: 


1. Solicitud de copia de todas las actuaciones reali- 
zadas por la Asesoría Jurídico-Notarial de ASSE, 
con respecto a la investigación administrativa en 
relación a los hechos denunciados por los Sres. 
Interventores del Instituto Nacional de Oncolo- 
gía; y en segundo 


2. Si fueron llamadas a declarar todas las personas 
que estuvieron vinculadas con las denuncias for- 
muladas por la intervención del INO. 


3. Se me informe qué alcance tiene la conclusión 
de la investigación administrativa en cuanto a la 
recuperación de las funciones por parte del Dr. 
Lasalvia, que fueran limitadas por disposición 
ministerial. 
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4. Si la clausura de las actuaciones significa la fi- 
nalización de la intervención llevada adelante en 
la actualidad por la Dra. Montiel. 


5. Se me informe la evolución del gasto de medica- 
mentos, así como el número de unidades com- 
pradas durante la intervención y su comparación 
con el período previo. 


6. Se señale a qué mutualista o mutualistas perte- 
necían los pacientes atendidos irregularmente en 
el INO, así como el número total de carnés de 
asistencia extendidos por la sección recaudación, 
y se me informe quién dio la orden a sección 
recaudaciones para su expedición. 


Sin otro particular saluda al Sr. Presidente con alta 
estima. 


Alberto Cid. Senador.” 


5) PREOCUPACIONES DE LA LIGA DE FOMENTO 
Y TURISMO DE PUNTA DEL ESTE 


SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado entra a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: hoy distraemos la 
atención del Senado para tratar otro tema que recogimos en 
nuestras giras por el interior. En este caso nos referiremos al 
departamento de Maldonado, en donde tuvimos oportunidad 
de conversar con integrantes de la Liga de Fomento y Turismo 
de Punta del Este. En esa instancia abordamos el tema del 
turismo y la importancia que tiene para el país. Muchas veces, 
en esas conversaciones, advertimos el escaso apoyo -y falta de 
conciencia- que el Estado ha dado a esta actividad nacional 
que tanto reditúa y que tanto trabajo aporta al Uruguay. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brezzo) 


-Hablando con los representantes de la Liga de Fomento y 
Turismo de Punta del Este, recibimos una serie de planteos 
que nos importa hoy traer a Sala, no solamente para que los 
señores Senadores tengan pleno conocimiento de qué es lo 
que les preocupa en materia de explotación de turismo en el 
país -así como también en nuestro principal balneario, que es 
Punta del Este- sino para poder, desde esta Banca, llamar la 
atención al Estado y a quienes, en definitiva, tienen en sus 
manos la posibilidad de tomar medidas eficaces como para 
que esta industria se desarrolle mucho más. 


En primera instancia, se refirieron a la coordinación públi- 
ca y privada para la promoción y el desarrollo, asumiendo los 
compromisos privados que sean necesarios, tanto en lo econó- 
mico como en lo operativo, y priorizando la evolución de los 
servicios que se brindan, así como la preparación del personal, 
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ya sea a nivel público o privado. En verdad, se considera que 
esto es imprescindible para revertir la situación descrita en 
cuanto a la baja de opciones por nuestras costas que muchos 
turistas de los vecinos países están tomando. 


El segundo punto que nos parece importante destacar es la 
necesidad de tener un mantenimiento y una correspondencia 
de los servicios con los impuestos que se cobran en toda la 
zona costera. Indudablemente, el turista también busca mayor 
eficacia en los servicios de primera necesidad, de modo tal de 
no tener complicaciones sino soluciones, pues vienen a des- 
cansar y no a ser incomodados. 


Otro tema que nos plantearon está relacionado con la ade- 
cuación de las políticas impositivas nacionales a la realidad 
del mercado turístico. A título de ejemplo, nos hablaron del 
estudio de incentivos en el pago del Impuesto al Patrimonio a 
no residentes, así como de la devolución del IVA en los gastos 
de los turistas. Esto no quiere decir que éste no se cobre; lo 
que busca, con buen criterio, la Liga de Fomento y Turismo 
de Punta del Este es que los impuestos sean, de alguna mane- 
ra, una verdadera promoción de la inversión en materia de 
construcción en la zona del este. 


En cuarto lugar, se refirieron a la promoción nacional e 
internacional de ofertas y atractivos turísticos concretos para 
un mercado más amplio. A ese respecto, se estima que el 
Ministerio de Turismo debe contar con recursos acordes a la 
elevada incidencia que tienen los impuestos nacionales en el 
sector, de modo tal que pueda reingresar este tipo de aportes 
que hace la industria turística, también por medio de la rein- 
versión que el Estado puede hacer en una actividad de la que 
se obtienen muchos recursos. 


La quinta propuesta se relaciona con la entrega en tiempo 
y forma de fondos provenientes de los Casinos del Estado. 
Como es por todos conocido, existe una participación de la 
Intendencia Municipal -pero esto se demora mucho- así como 
un canon obligatorio que se cobra al Hotel Conrad. En sínte- 
sis, lo que se intenta es que esos aportes sean una forma de 
incentivo al turismo y que no se destinen a pagar otras cosas 
que no sean multiplicadoras de un recurso como el turismo. 


También se nos hizo conocer una inquietud vinculada con 
la profundización de políticas de cielo abierto. Este tema es 
muy importante, sobre todo por el Puente Aéreo y su trayecto 
Buenos Aires-Punta del Este, ya que se trata de uno de los más 
caros que tiene el mundo en materia de pasajes de avión, lo 
cual va en contra de la promoción del turismo. El pasaje no 
debe ser el elemento por el que el país obtenga las ganancias, 
sino que se debería favorecer la entrada de turistas a fin de 
dejarlos que gasten y consuman aquí. Sin embargo, a veces, el 
de los cielos abiertos pasa a ser un gran tema nacional que 
deberíamos estudiar con mayor profundidad. En este sentido, 
se habló además de la promoción de frecuencias y tarifas aé- 
reas competitivas en la región, con relación no solamente a 
Buenos Aires sino a toda la región. 
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Otro tema que se destacó fue el de la urgente definición 
del destino comercial del Puerto de Piriápolis, aspecto sobre el 
que sería conveniente dirigir la versión taquigráfica de nues- 
tras palabras al Ministerio de Transporte y Obras Públicas. En 
realidad, es muy importante que arriben barcos que puedan 
entrar directamente, facilitando así la comodidad del turista, 
pues un mayor gasto significa mayores fuentes de trabajo y de 
contribuciones. 


Asimismo, se conversó sobre la problemática de asenta- 
mientos en Maldonado, fundamentalmente, en aquellas zonas 
de alto interés turístico. 


En materia de seguridad, se reconoció el esfuerzo en cuan- 
to a la adecuación de la realidad turística de Punta del Este. Lo 
cierto es que el turista viene buscando seguridad, pero si no se 
la brindamos, estaremos en los mismos niveles de inseguridad 
que tienen otros balnearios competitivos del continente. Preci- 
samente, creo que no es bueno que nos comparen con la ciu- 
dad de Río de Janeiro, sobre todo, cuando una de las virtudes 
de Punta del Este -aunque también toda la zona de Maldonado 
y las costas de Rocha- es la de ser una zona segura, lo cual es 
un gran llamador para los turistas. 


En otro orden de cosas, conversamos acerca de la adecua- 
da planificación de áreas turísticas destrabando obstáculos le- 
gales e interferencias de competencias. 


Inclusive, se discutió sobre el tema de la clara definición 
del uso del suelo urbano y rural, así como el respaldo de 
emprendimientos consensuados que armonicen intereses y ex- 
pectativas de actores públicos y privados. 


La Liga de Fomento y Turismo de Punta del Este se refirió 
también a la urgente definición sobre temas tales como la 
categorización de establecimientos hoteleros, la Ley del Co- 
rredor Inmobiliario y la reglamentación del tiempo comparti- 
do. 


A estos catorce puntos que plantea la Liga de Fomento de 
Turismo de Punta del Este nosotros agregamos dos a los que 
nos parece importante que el Estado se aboque. Uno de ellos 
se refiere a la existencia de tarifas diferenciales de UTE para 
aquellos hoteles y restaurantes que permanecen abiertos todo 
el año. Creo que los centros turísticos que hacen el esfuerzo de 
mantenerse abiertos en los balnearios -no solamente en Punta 
del Este sino en toda la costa, es decir, Canelones, Rocha y 
Maldonado- generando un interés turístico tanto en temporada 
como fuera de ella, deberían ser tratados por las empresas del 
Estado en forma diferente que aquellos que únicamente traba- 
jan en los meses de verano. Asimismo, los comercios que 
abren todo el año y no sólo en verano necesitan un tratamiento 
especial, ya sea en cuanto a las tarifas públicas, como en el 
IVA y su devolución, otorgándoles incentivos para que se man- 
tengan abiertos. 


Señor Presidente: me parece que estas propuestas son intere- 
santes y es por eso que hoy las traigo al Senado para que sean 
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estudiadas por parte del Estado, tanto por los Ministerios que 
tienen competencia en los planteos que hemos hecho como por 
las empresas que, de alguna manera, pueden generar más con- 
sumo, a veces bajando impuestos que ahogan a quien está reali- 
zando una inversión para obtener réditos en el área turística. 


Este es un tema muy importante para nuestro país, que no 
ha desarrollado una conciencia suficiente como para poder 
generar un retorno mayor del que tiene ahora haciendo una 
correcta promoción. 


Por este motivo pedimos que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada al Ministerio del Interior en lo rela- 
tivo al planteo de seguridad en época de temporada, al Minis- 
terio de Defensa Nacional en lo que refiere al tema de cielos 
abiertos que debe tener el país, al Ministerio de Transporte y 
Obras Públicas con respecto a los puertos de interés turístico, 
al Ministerio de Turismo, que naturalmente tiene que ver con 
todos los temas mencionados -además, el señor Ministro de 
esta Cartera es un hombre de Maldonado que conoce esta 
materia, por lo que indudablemente va a poner calor, iniciativa 
y empuje para que se atiendan los reclamos formulados- al 
Ministerio de Economía y Finanzas, a la Oficina de Planea- 
miento y Presupuesto, a UTE, ANTEL y OSE, para que de 
alguna manera estos organismos puedan atender los reclamos 
que se les plantean en materia de turismo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Si no se hace 
uso de la palabra, se va a votar el trámite solicitado. 


(Se vota:) 
-17 en 18. Afirmativa. 
6) INMUEBLES RURALES 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - El Senado 
entra al orden del día con la consideración del asunto que 
figura en primer término: “Proyecto de ley por el que se dero- 
ga lo dispuesto por el artículo 9% de la Ley N* 13.608, que 
establece que las sociedades anónimas para la posesión y ex- 
plotación de inmuebles rurales deben tener la totalidad de su 
capital accionario en acciones nominativas. (Carp. N* 635/97 - 
Rep. N* 382/97)”. 


(Antecedentes:) 


“Carp. N* 635/97 
Rep. N* 382/97 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Hace treinta años, la Ley N* 13.608 del 8 de setiem- 
bre de 1967, declaró “de interés general” que la titulari- 
dad de explotaciones agropecuarias fuera ejercida por 
personas físicas (directa o indirectamente), prohibiendo 
la propiedad, posesión y explotación de inmuebles ru- 
rales a personas jurídicas con capital al portador. 
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El motivo fundamental de esta limitación a dere- 
chos consagrados constitucionalmente (Const. Art. 79) 
radicaba en la creencia de que por esa vía se impediría 
la concentración de unidades rurales, favoreciendo en 
cambio su división por el camino “natural” del derecho 
sucesorio. Esto a su vez se basó en la convicción de 
que nuestro país tenía una composición relativamente 
indeseable en materia agropecuaria (la palabra latifun- 
dio ocupaba un lugar central en el discurso y la polémi- 
ca, tanto económicos como políticos). 


Sin entrar en una discusión de corte histórico, acer- 
ca de si efectivamente había en aquellos tiempos un 
problema de concentración de tierras o explotaciones y, 
además, si tal fenómeno -caso fuera cierto- generaba 
consecuencias económicas negativas, cabe analizar cuál 
es la realidad actual, para determinar si la aludida limi- 
tación hoy se justifica y qué efectos produce. 


Dicho análisis, en primer lugar, revela que hoy no 
existe en nuestro país un fenómeno de concentración de 
tierras o de explotaciones. 


Es decir que, independientemente de las opiniones 
que se tengan acerca de cuál pueda ser el tamaño ópti- 
mo para la producción agropecuaria, el tan manido tema 
del “latifundio” si fue real, dejó de serlo. 


En cuanto a este último punto -sin duda pasible de 
discusión- no pueden soslayarse algunos elementos de 
juicio, emergentes de la realidad contemporánea. 


Así: 


1. - Las exigencias de productividad y competitivi- 
dad internacional, muy duras en cuanto a calidad, pre- 
cio y volumen, obligan a altos niveles de tecnificación 
y a métodos intensivos. 


2. - Los avatares propios de la producción agrope- 
cuaria prácticamente obligan a la diversificación. 


Esto a su vez conduce a dos requisitos inevitables: 


En primer lugar, una superficie de equilibrio. El ideal 
de superficies chicas, si alguna vez fue tal, hoy es una 
quimera. El Uruguay no sólo no tiene un problema de 
latifundios, sino que sí tiene un problema de minifun- 
dios, con serios problemas para competir, cuando no 
sobrevivir. 


Sumado a lo anterior y por lo dicho, la producción 
agropecuaria en los tiempos actuales exige volúmenes 
de capital muy superiores a los de épocas pretéritas. No 
sólo físicamente, sino financieramente, las unidades de- 
ben ser mayores. 


En oportunidad de debatirse en el Senado los pro- 
yectos de ley sobre Mercado de Valores y Fondos de 
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Inversión, se hizo referencia, por extenso, a la excesiva 
dependencia del crédito bancario que exhibe buena parte 
de los sectores productivos. Ese grave problema es parti- 
cularmente opresivo a nivel del sector agropecuario. 


En ese contexto, sucintamente descripto, la aludida 
limitación no sólo carece de razón (de “razones de inte- 
rés general” como dice el citado artículo constitucio- 
nal), sino que conforma un obstáculo para el mejor 
desarrollo del sector agropecuario. El instrumento de 
las personas jurídicas al portador facilitaría la posibili- 
dad de que aunaran esfuerzos productores de porte me- 
nor, así como el aporte de capitales por parte de inver- 
sores provenientes de fuera del sector. Más aún, y reto- 
mando la referencia de leyes votadas para ampliar las 
modalidades de acceso a la financiación, el sector agro- 
pecuario tiene obstaculizado ese camino por la limita- 
ción emergente de la Ley N* 13.608: la emisión de 
valores y la constitución de fondos de inversión por 
parte de empresas agropecuarias, como alternativas fi- 
nancieras más beneficiosas, se ven entorpecidas al cer- 
cenarse la posibilidad de expresar el capital bajo la mo- 
dalidad al portador. 


Resumiendo, la realidad económica en materia de 
producción agropecuaria no sólo no justifica la limita- 
ción de derechos hoy existente, sino que ésta tiene efec- 
tos perjudiciales. 


Por lo expuesto es que se presenta el proyecto ad- 
junto que dispone la derogación de la norma legal 
citada. 


PROYECTO DE LEY 


Artículo único. - Derógase lo dispuesto por el artícu- 
lo 9% de la Ley N* 13.608, de 8 de setiembre de 1967, 
sus modificativas y concordantes. 


Luis A. Heber, Ignacio Posadas Montero, 
Carlos M. Garat, José Andújar. Senadores. 
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Comisión de Ganadería, Agricultura y Pesca 


INFORME 
Al Senado: 


Vuestra Comisión de Ganadería, Agricultura y Pes- 
ca entiende que resulta conveniente derogar el artículo 
9” de la Ley N* 13.608, de 8 de setiembre de 1967. 


El mismo determinó, en su momento, que las socie- 
dades anónimas y comanditarias sólo podrán poseer, 
adquirir o explotar inmuebles rurales, cuando la totali- 
dad de su capital accionario estuviere representado por 
acciones nominativas. 
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Fue un valor entendido para los Legisladores de hace 
treinta años de que esta disposición impediría o por lo 
menos desalentaría la concentración de la propiedad 
rural en pocas manos o en grandes áreas de propietarios 
desconocidos. 


El tiempo transcurrido ha mostrado con claridad que 
esta disposición que hoy pretendemos derogar, no ha 
tenido influencia alguna en los objetivos que ella se 
propuso. 


Es más, el Legislador, cuando dictó la ley de estí- 
mulos a la implantación de bosques forestales permitió 
por el artículo 494 de la Ley N* 16.320, de 1* de no- 
viembre de 1992, que las sociedades comerciales con 
acciones al portador y con giro industrial quedaran 
exceptuadas de lo que dispone el artículo 9” de la 
Ley N* 13.608. 


En estos años, la evolución de los costos y la nece- 
sidad de fuertes inversiones para mejorar los índices de 
productividad y alcanzar un nivel de rentabilidad acep- 
table en el negocio agropecuario han determinado, par- 
ticularmente en el norte de la República, una tendencia 
al aumento de las áreas explotadas bajo una sola razón 
social ya sea en la forma de pastoreos, arrendamientos 
O directamente en la adquisición de tierras bajo las nor- 
mas vigentes. 


Vuestra Comisión entiende pues que la derogación 
de esta disposición es conveniente porque en primer 
lugar ella no ha alcanzado los presupuestos bajo los 
cuales se dictó, y porque además, la realidad de la ex- 
plotación agropecuaria en la actualidad determina que 
los productores propietarios o arrendatarios de áreas 
menores de 2000 há. dedicados a la producción de car- 
ne y lana se vean obligados a buscar fórmulas asociati- 
vas que le permitan mejorar la rentabilidad de sus em- 
presas. 


Es conocido el hecho de que la mayor parte del área 
dedicada a la producción agropecuaria ocupa tierra de 
basalto superficial o de cristalino, y que el sector de la 
cría recibe hoy en buena medida los mismos precios 
promedio de lana y carne que hace veinte años. 


Habiéndose modificado sustantivamente en ese lap- 
so los costos de producción, solamente con inversiones 
muy fuertes y trabajando en áreas mayores, se puede 
revertir una situación que amenaza con dificultades cre- 
cientes a la producción agropecuaria que sigue siendo 
la fuente principal de nuestras exportaciones. 


El régimen de sociedades anónimas con acciones al 
portador, habilita el nacimiento de organizaciones entre 
productores y les permite recurrir al aporte de capitales 
por parte de inversores ajenos al sector. Al eliminar las 
limitaciones que el artículo 9% de la Ley N* 13.608, 
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abrimos el camino para la emisión de valores, así como 
la constitución de fondos de inversión que serían alter- 
nativas financieras muy convenientes para revertir lo 
que es hoy notoriamente, una situación económica difí- 
cil que muestra la producción agropecuaria en estas tan 
importantes áreas. 


Por estas razones, vuestra Comisión entiende 
conveniente la aprobación por parte del Senado del 
proyecto de ley que deroga el artículo 9” de la Ley 
N* 13.608, de 8 de setiembre de 1967. 


Montevideo, 17 de abril de 1997. 


Jorge Batlle Miembro Informante, Milton An- 
tognazza (Discorde), Guillermo García Costa, 
Reinaldo Gargano (Discorde), Luis Alberto 
Heber, Carlos Julio Pereyra (Discorde), Alfre- 
do Solari, Nicolás Storace y Orlando Virgili. 
Senadores.” 


SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Batlle. 


SEÑOR BATLLE. - Sin ninguna duda el tema que el Sena- 
do entra a considerar, que consiste en la derogación de lo que 
dispone el artículo 9% de la Ley N* 13.608, de 8 de setiembre 
de 1967, refleja una vieja discusión que tuvo este Parlamento 
en oportunidad de la sanción de esta iniciativa que la Comi- 
sión de Ganadería, Agricultura y Pesca integrada por mayoría 
aconseja derogar. 


Es evidente que los motivos iniciales por los cuales se fijó 
la prohibición de que las explotaciones rurales manejadas a 
través de la forma societaria de sociedades anónimas y coman- 
ditarias solamente pudieran establecerse por medio del sistema 
de acciones nominativas tuvieron como propósito, en forma 
prevalente, tratar de impedir -en función del conocimiento de 
quiénes eran los tenedores de esas acciones- la concentración 
de la tierra, puesto que se suponía que el anonimato que se 
utiliza en todo el resto del sistema jurídico de sociedades anó- 
nimas con acciones al portador posibilitaría dicha concentra- 
ción. A su vez, el conocimiento de quiénes eran los tenedores 
de las acciones tendría un efecto de detención de esa corriente 
de concentración de tierras en pocas manos que se podía gene- 
rar en el país, según se pensó en ese momento. También se 
dijo que eso podía ser razón suficiente para conocer a los 
verdaderos propietarios de las tierras en el país por medio de 
un catastro que determinara quién era quién en cuanto a la 
propiedad, posesión y explotación de ese bien limitado que es 
la tierra. 
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Desde ese entonces han pasado treinta años y quiero saber 
cuál es la realidad en esta materia en el Uruguay. En primer 
lugar, ello no ha impedido la concentración de la tierra a través 
de las formas de propiedad jurídica, ya sean sociedades anóni- 
mas nominativas o a título personal, personas jurídicas o socie- 
dades de hecho como las que hemos visto que existen en el país. 


En segundo término, no solamente no lo ha impedido este 
sistema de explotación de la tierra sino tampoco los otros que 
existen, tales como arrendamientos, pastoreo y demás formas 
de uso de los bienes. Es notorio, además, que en todo el mun- 
do -sobre todo en los países donde se manejan organizaciones 
llamadas “corporaciones”, similares a nuestras sociedades anó- 
nimas- se establece por reglamentación jurídica que las corpo- 
raciones deben tener acciones nominativas. Por lo tanto a aque- 
llas personas que vienen del exterior a comprar tierras en nues- 
tro país no les importa para nada que las sociedades anónimas 
tengan acciones nominativas. 


Quiere decir que a lo largo de treinta años de experiencia 
hemos advertido que el efecto que se procuró con este artículo 
no se logró, no se alcanzó. Es más, el propio Poder Legislati- 
vo, refiriéndose a las tierras dedicadas a las explotaciones de 
bosques forestales, consagró por ley una excepción a esta li- 
mitación. 


En todas las áreas del país calificadas como de calidad fo- 
restal, a través de los distintos mecanismos técnicos que se ins- 
trumentan en la ley y que en su momento votó el Parlamento, 
los propietarios que participan de los beneficios, de los subsi- 
dios, y que han accedido a intervenir en el mercado de una 
forma muy intensa y activa adquiriendo áreas muy importantes 
para poder desarrollar explotaciones que realmente van a tener 
una presencia muy positiva en todo el negocio agrícola y fores- 
tal y en la posterior industrialización de los bienes que allí se 
producen, están liberados de esta prohibición. Por ese concepto, 
allí sólo hay 3:000.000 de los 17:000.000 de hectáreas que están 
liberadas de esta prohibición y que pueden ser manejadas en 
forma societaria sin los límites establecidos en el artículo 9” de 
la Ley N* 13.608 que hoy pretendemos derogar. 


¿Cuál es, entonces, la razón para mantener esta prohibición 
que va en contra de lo que es el derecho en materia societaria, 
aplicado a todas las demás actividades del país? Y, por el 
contrario, ¿cuáles son las razones para esta derogación? 


Por un lado, está bien claro -y a lo largo del análisis que 
hagan los distintos señores Senadores pienso que tendré la 
oportunidad de demostrarlo- que los propósitos buscados no 
se alcanzaron. Por otro, es necesario expresar que la naturale- 
za de la explotación agropecuaria en el Uruguay ha cambiado 
totalmente, así como de carácter, de característica y de forma 
de explotación. Los valores que se mantienen en términos 
nominales para la base de la producción pecuaria del Uru- 
guay -carne y lana- y por lo tanto en los valores reales, dismi- 
nuyeron sensiblemente en los últimos veinte años y no son 
comparables a los costos de producción de 20 años acá, tam- 
bién hablando en términos nominales o reales. 
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De allí resulta que las áreas del país que son esenciales para 
poder producir la cantidad de terneros y corderos imprescindi- 
bles para el desarrollo de la industria frigorífica y de la curtiem- 
bre, así como de la textil, que siguen siendo el cerno, el corazón 
y el mayor volumen de nuestra exportación, hoy por hoy, se 
desarrollan en áreas muy pobres, que solamente se pueden me- 
jorar con inversiones en superficie y que importan no menos de 
10 millones de hectáreas del basalto superficial y del cristalino 
del Uruguay, y tienen un costo de explotación que no le permite 
a un productor de 400, 500 ó 1000 hectáreas -por la relación del 
costo con el precio que recibe por sus productos- tener una 
ecuación económica que alcance para subvenir a sus necesida- 
des familiares mínimas. Una persona que tiene 1.000 hectáreas 
arriba del basalto superficial, que tiene su campo poblado, que 
vive allí, que no debe un peso, que no tiene hijos que deban 
estudiar O prepararse para otras actividades, que coma de lo que 
allí produce y que carnee una oveja flaca, no está sacando más 
de U$S 500 por mes de rentabilidad real, y eso que este Parla- 
mento, en la anterior Legislatura, inició este proceso -que ha 
continuado en ésta- y le rebajó prácticamente la mayor parte de 
los impuestos a los criadores, al grado que si no sale del circuito 
final y no hace otra cosa que vender en feria, no paga IMABA. 


Siento entonces, señor Presidente, que la razón de la con- 
veniencia de derogar esta prohibición radica en el hecho de 
que, tanto en el sector ganadero como en el lechero, comienza 
a aparecer la necesidad imperiosa que supone la regla más 
fuerte que ningún otro discurso, que son los números finales 
del ejercicio mensual de cada establecimiento, de vender al 
vecino que posee un área más grande o de juntarse tres o 
cuatro para pagar una sola “olla”. Esto es lo que ya se está 
dando no solamente a nivel de la ganadería sino también de la 
lechería, en donde las condiciones y posibilidades de las tie- 
rras sobre las cuales están asentadas esas formas de produc- 
ción permiten notoriamente una variable mucho más amplia 
de inversiones y de resultados. 


Por tanto, la razón por la cual los señores Senadores que 
presentaron esta iniciativa, así como la de la Comisión -que la 
apoyó por mayoría- deriva del hecho de que existe una reali- 
dad en la explotación pecuaria en el Uruguay de hoy, donde el 
insumo tierra no sólo no es el más importante, sino que mu- 
chas veces el insumo inversión lo es tanto como el insumo 
tierra. Entonces, por más bajas que sean las tasas, a estos 
costos relativos y con los precios que se reciben por los pro- 
ductos primarios fijados por el mercado internacional, si las 
personas que son propietarias se endeudan en un porcentaje 
mayor al 20% de su capital y lo producido por pequeñas áreas 
de 400, 500, 1.200 ó 1.500 hectáreas sobre el basalto superfi- 
cial no es suficiente, no están en condiciones de ser repagadas 
ni explotadas con la inversión que se precisa a los efectos de 
aumentar notoriamente su producción. 


¿Qué es lo que estamos proponiendo? ¿Cuál es el resultado 
práctico de la derogación de esta medida legislativa? 


En primer lugar, la derogación no va a contribuir a aumen- 
tar las áreas manejadas por propietarios, ya sea bajo forma de 
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sociedades anónimas nominativas o en propiedad personal como 
persona jurídica, en mayor medida de lo que ya existen. Las 
que han comprado y han agrandado sus áreas están bajo las 
fórmulas actualmente establecidas y la prohibición no les ha 
creado ningún impedimento para dar ese paso. Lo que sí 
estamos posibilitando es que aquellos que son pequeños 
y medianos productores se puedan juntar y obtener el 
crédito en el Banco correspondiente, no porque sea baja 
la tasa de interés, sino porque han encontrado a un cuar- 
to, quinto o sexto ciudadano que participe de la sociedad, 
que aporte U$S 40.000, U$S 50.000 o U$S 100.000, capital 
de giro, de inversión o animales, a los efectos de que en un 
área mayor las explotaciones pasen a ser rentables. 


Esa es la diferencia práctica entre prohibir y dejar de lado 
la prohibición. Si la mantenemos, la situación no va a perjudi- 
car a los grandes productores, a los que compran ni a los que 
tienen capital para comprarle al vecino. 


Si derogamos esta disposición vamos a ayudar al pequeño 
y al mediano productor para que puedan juntarse con otros 
iguales que ellos y realizar una explotación en un área mayor, 
con un costo relativo menor, con mayor capacidad de inver- 
sión y con la posibilidad, además, de acercarse a una inversión 
desde afuera al núcleo que se constituye para robustecer dicha 
explotación y mejorar su productividad. 


Estas son las razones que, en términos simples y de la 
forma más esquemática posible, obraron en la mayoría de los 
integrantes de la Comisión para que avalaran la propuesta de 
este proyecto de ley que está firmado por el entonces señor 
Senador Posadas Montero y los señores Senadores Andújar, 
Heber y Garat al entender que con esto se ayuda al que tiene 
menos recursos y a quien, además, se le está dando posibilida- 
des de las que hoy carecen. 


Es cuanto quería manifestar. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: debo explicitar las 
razones por las cuales he firmado de manera discordante el 
Informe de la mayoría de la Comisión, que aconseja al Senado 
aprobar este proyecto de ley y que fue presentado por varios 
integrantes de mi Partido. Personalmente, si hubiera sido con- 
sultado al respecto, hubiera señalado que no estaba de acuer- 
do. Naturalmente, nadie tiene esa obligación de hacerlo. 


Reconozco en la redacción el estilo de nuestro ex compañe- 
ro de Senado, el doctor Posadas Montero, y lamento tener que 
oponerme a esta iniciativa en su ausencia, pues es la segunda 
vez que él insiste en un proyecto de ley de esta naturaleza. 


El contenido y la filosofía de este proyecto de ley contra- 
rían convicciones muy arraigadas que he mantenido desde hace 
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muchos años. Por lo tanto, respondiendo a éstas, voy a votar 
negativamente esta iniciativa. 


Naturalmente, debo explicitar las razones que me llevan a 
adoptar esta actitud. A pesar de que el señor Miembro Infor- 
mante ya ha comentado qué es lo que se deroga y se autoriza, 
deseo hacer mención a este aspecto central. 


En primer lugar, se deroga lo dispuesto por el artículo 9 
de la Ley N” 13.608, de 8 de setiembre de 1967, sus modifica- 
tivas y concordantes, que expresa: “Declárase de interés gene- 
ral”, hago hincapié en esta expresión, ya que esto quiere decir 
que nos obliga a meditar y analizar profundamente el conteni- 
do y las proyecciones de la ley, “que el derecho de propiedad 
sobre inmuebles rurales y la explotación agropecuaria sean 
ejercidos por personas físicas o sociedades personales”. En 
consecuencia, quedan prohibidas las sociedades anónimas con 
acciones al portador. El inciso segundo de este mismo artículo 
establece que: “Las sociedades anónimas y comanditarias por 
acciones sólo podrán poseer, adquirir o explotar inmuebles 
rurales, cualquiera fuera el título invocado, cuando la totalidad 
de su capital accionario estuviere representado por acciones 
nominativas”. Es decir que se reafirma la prohibición de que 
la tierra, en el Uruguay, sea explotada por sociedades con 
acciones al portador. Esto define una política sobre la tierra en 
nuestro país que prioriza el factor humano sobre el económi- 
co. 


Las razones que fundamentan este proyecto de ley en la 
Exposición de Motivos que lo acompaña, señalan la necesidad 
de que las producciones básicas del Uruguay que, como es 
sabido derivan del agro, tengan un fuerte impulso a través de 
la capitalización por el sistema de sociedades que puedan ha- 
cer aportes bajo la característica de acciones al portador. Prio- 
riza, entonces, el factor económico por sobre el humano; y 
esta es una concepción importante, que no comparto ya que 
desde nuestro punto de vista lo fundamental es el hombre y, 
en este caso, la familia rural y campesina que, lentamente, ha 
ido desapareciendo del territorio nacional y despoblando el 
campo uruguayo, tema sobre el que todos hemos hecho la 
promesa de esforzarnos para repoblarlo, para que el país se 
desarrolle en una forma armoniosa a través de todo su territo- 
rio. 


El señor Miembro Informante ha señalado excepciones es- 
tablecidas. Al respecto, debo decir que las excepciones están 
fijadas por la Ley N* 16.320, de 1” de noviembre de 1992, que 
también se deroga en su artículo 494, ya que la disposición 
expresa que se deroga el artículo 9% de la Ley N* 13.608, 
“modificativas y concordantes”. El artículo 494 dice: “Las so- 
ciedades comerciales emitentes de acciones al portador y con 
giro industrial quedan exceptuadas de la prohibición estableci- 
da por el artículo 9” de la Ley N* 13.608, de 8 de setiembre de 
1967, respecto de los inmuebles rurales que ocupen o exploten 
para cumplir su giro industrial o la forestación con fines ener- 
géticos”. La excepción alcanza a aquellos inmuebles rurales 
necesarios para el giro industrial, es decir, cuando se establece 
una industria sobre un terreno determinado, sobre una propor- 
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ción determinada, esa área está excepcionada de la prohibi- 
ción fijada en el artículo 9%. También quedaría excepcionada 
la forestación con fines energéticos. Cabe aclarar que esta ley 
es del 1” de noviembre de 1992 y que hace unos años varias 
industrias -la mayor parte de ellas instaladas en Montevideo- 
en momentos en que había incertidumbre con respecto a los 
precios y a la existencia de reservas de petróleo en el mundo, 
resolvieron cambiar la generación de energía a base de com- 
bustibles importados por la de madera o, como comúnmente 
se dice, por leña. En este sentido, compraron muchos predios, 
muchos de ellos cercanos a Montevideo -seguramente con el 
propósito de ahorrar el flete- para nutrir sus calderas y máqui- 
nas con ese tipo de energía. Desde nuestro punto de vista, esta 
excepción no es para todas las explotaciones forestales, sino 
para aquellas que se efectúan con fines energéticos. 


Es decir que el Legislador, 15 años después, también quiso 
garantizar que las explotaciones rurales no se realizaran bajo 
la forma de sociedades anónimas con acciones al portador, ya 
que la garantía la establece de inmediato en el propio artículo 
494 cuando expresa: “Dichos destinos serán declarados ante 
escribano público en el acto de adquisición, arrendamiento o 
cualquier otro destino, del inmueble rural de que se trate, de- 
biendo este comunicar a la Inspección General de Hacienda, 
en la forma que la reglamentación establezca, todo contrato en 
que se verifique tal declaración”. Esto significa que para poder 
gozar de la excepción, en la escritura de adquisición debe 
existir una constancia expresa y obligatoria por parte del escri- 
bano actuante. Asimismo y para mayor garantía agrega en el 
inciso tercero: “Mientras no se inicie la plantación forestal 
proyectada, queda vedada toda actividad agropecuaria en los 
predios a que refiere la presente disposición”. Es decir que 
esta redacción garantiza el cumplimiento de la ley de 1967. 


Incluso, establece una fuerte multa para la violación de lo 
dispuesto precedentemente, al indicar que será sancionada con 
una multa de hasta el 50% del valor real del área del padrón 
rural en infracción. Quiere decir que los Legisladores de los 
años 1967 y 1992 coincidieron en el inconveniente de que la 
explotación agropecuaria se hiciera por medio de sociedades 
anónimas con acciones al portador. Primero, adoptaron la de- 
cisión de prohibir y luego, algunas excepciones con garantías 
para que lo establecido en la ley de 1967 no fuera violado. 


Quiero señalar, señor Presidente, porque me parece de es- 
tricta justicia, que esta política, que define una filosofía sobre 
la tierra -según la cual la tierra está al servicio del hombre, de 
su bienestar y del de su familia- tuvo un gran impulsor en este 
país en la figura de Wilson Ferreira Aldunate. Así se expresa 
en la Exposición de Motivos de su proyecto de reforma de las 
estructuras agrarias. En el capítulo de los trabajos de la CIDE, 
correspondiente a la prohibición de la titularidad del dominio 
y la explotación rural por acciones anónimas y comanditarias 
por acciones -que sirven de base a ese proyecto- se indica que, 
tal como resulta de los trabajos de diagnóstico del sector -se 
refiere a la CIDE- la proliferación de las sociedades de capital 
se origina, no por razones de orden técnico -acumulación de 
los capitales necesarios para realizar las inversiones que re- 


CAMARA DE SENADORES 


11 de Junio de 1997 


quiere toda explotación intensiva moderna- sino por los bene- 
ficios de distinto orden que obtienen los empresarios rurales 
que actúan a través de este tipo de sociedades. Más adelante, 
se agrega que será imposible establecer la concentración de 
tierras en poder de una determinada persona física, si ella 
actúa como simple accionista de una sociedad de capital. 


Es conocida la gestión que Wilson Ferreira Aldunate llevó 
a cabo a fin de plasmar estas ideas que, parcialmente, fueron 
recogidas en esta prohibición del año 1967 y que hoy estamos 
tratando de derogar. También quiero señalar que en el propio 
trabajo que estoy mencionando, se señala que existen antece- 
dentes de Ministros anteriores de Ganadería y Agricultura, tal 
como se denominaban en esa época. Concretamente, se indica 
que una solución similar -es decir, que prohibiera la explota- 
ción de tierras por sociedades con acciones al portador- ensa- 
yan los proyectos formulados en 1962 por el entonces Minis- 
tro de Ganadería y Agricultura, señor Carlos V. Puig y en el 
año 1964 por el Consejero Nacional, don Daniel Fernández 
Crespo. Entonces, como nacionalista, quiero expresar que existe 
una continuidad política derivada de hombres de mi Partido: 
el Ministro Carlos V. Puig, el Consejero Nacional, don Daniel 
Fernández Crespo y el ex Ministro de Ganadería y Agricultu- 
ra, Wilson Ferreira Aldunate. Diría que es una política con la 
que están identificados grandes hombres del Partido y con la 
que creo que se ha identificado la acción del mismo, cuando 
ha defendido los intereses de la familia campesina. 


(Ocupa la Presidencia el doctor Hugo Batalla) 


-A nuestro juicio, tal como lo señalan estos antecedentes, 
la tierra debe tener, en el Uruguay, un rol esencialmente po- 
blador. Diría que esto no sólo se aplica a nuestro país. Si 
analizamos la legislación comparada, veremos cómo otros paí- 
ses han procurado que la tierra sea el elemento de asiento de 
sus campesinos y de la supervivencia de los mismos en condi- 
ciones decorosas. Por ejemplo, la Constitución de Colombia, 
en su artículo 64, establece que: “es deber del Estado promo- 
ver el acceso progresivo a la propiedad de la tierra de los 
trabajadores agrarios”, no de los capitalistas que deambulan 
por el mundo, sino de los trabajadores agrarios, “en forma 
individual o asociativa y a los servicios de educación, salud, 
vivienda, seguridad social”, etcétera. En Colombia, las socie- 
dades anónimas que poseen inmuebles rurales deben tener ac- 
ciones solamente nominativas y comunicar cualquier traspaso 
de las mismas a un Registro especial de la Superintendencia 
de sociedades anónimas. La investigación administrativa de- 
terminará si por ese medio se pretende disfrazar la concentra- 
ción excesiva de la propiedad territorial. 


Por su parte, en la Constitución de Ecuador se dice que: “el 
Estado garantiza la propiedad de la tierra directa y eficazmen- 
te trabajada por sus propietarios”. Asimismo, se indica que: 
“se proscribe el acaparamiento de la tierra y el latifundio; que 
se propenderá a la integración de las unidades de producción y 
a su concentración, mediante la eliminación del minifundio; 
que se estimula la producción comunitaria y cooperativa y que 
se organiza y fomenta la colonización para ampliar la frontera 
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agrícola, a fin de obtener el reasentamiento equilibrado de la 
población en el territorio nacional”. Esto significa que se prio- 
riza el factor poblador sobre el productivo. Esta idea no ha 
perdido vigencia, ya que al leer las declaraciones del Presiden- 
te de la Federación Rural en el último Congreso y del señor 
Ministro de Ganadería, Agricultura y Pesca, observo que coin- 
ciden con este concepto. 


Concretamente el Presidente de la Federación Rural aseve- 
ró que la familia rural emigra porque no percibe, de todo ese 
crecimiento de la economía agropecuaria, su cuota-parte y que 
se siente discriminada en sus opciones de reinsertarse en la 
sociedad. 


Este párrafo contundente y profundo agrega, refiriéndose a 
los uruguayos: “hemos defendido nuestros productos, pero no a 
quienes los producen”. Es decir que nos hemos preocupado de 
nuestra producción, pero no de quienes la realizan. Más adelan- 
te, el comentario periodístico -que es una transcripción textual- 
dice: “Asimismo planteó que un proyecto estratégico de desa- 
rrollo necesariamente debe realizarse con la gente que está en el 
campo y nuestro esfuerzo tendrá validez en cuanto menor costo 
social signifique”. Estas palabras fueron expresadas por el Pre- 
sidente de la Federación Rural. Por otra parte, el señor Ministro 
expresó algo parecido al manifestar “hemos identificado a los 
pequeños productores y los estamos visitando, uno a uno, ase- 
gurando que vamos a defender, como lo hemos hecho hasta 
ahora, primero al productor y luego al producto”. Esto es, pri- 
mero al hombre y luego a la cosa y, por lo tanto, esa es la 
esencia de la política que estamos defendiendo. 


Quisiera seguir refiriéndome a la legislación comparada, 
porque esto no es ocurrencia solamente de nosotros o de algu- 
no de nuestros antecesores. Precisamente, la Constitución de 
México, en su artículo 27 dice que “la propiedad de las tierras 
y aguas comprendidas dentro de los límites del territorio na- 
cional corresponde, originalmente, a la Nación”. Más adelan- 
te, agrega que la Nación tendrá, en todo tiempo, el derecho de 
imponer a la propiedad privada las modalidades que dicte el 
interés público. Además, deberá regular el beneficio social; el 
aprovechamiento de los elementos naturales susceptibles de 
apropiación, con objeto de hacer una distribución equitativa 
de la riqueza pública; cuidar de su conservación; lograr el 
desarrollo equilibrado del país y mejorar las condiciones de 
vida de la población rural y urbana. A tales efectos, se dicta- 
rán las medidas necesarias para ordenar los asentamientos hu- 
manos. 


Sin embargo, no nos vamos a detener sólo en América, 
señor Presidente. En Gran Bretaña, las acciones deben ser siem- 
pre nominativas, salvo alguna excepción. 


Las sociedades con acciones al portador en explotaciones 
de este tipo están prohibidas, entre otros, en los siguientes 
países: España, Grecia, Italia, Mónaco, Noruega y Suecia. Es 
decir que esto responde a iniciativas de muchos países y no es 
una ocurrencia de los Legisladores del año 1967, ni es hoy una 
antigualla, ya que estos países lo mantienen. 
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Entonces, insisto -y mucho más con relación a nuestro país- 
en ratificar lo que se dijo hace 30 años y lo que hace 15 días 
manifestaron el Presidente de la Federación Rural y el Minis- 
tro de Ganadería, Agricultura y Pesca: priorizar a los produc- 
tores, al hombre, sobre el producto. Aquí, por el contrario, el 
fundamento de este proyecto es proporcionar capital para au- 
mentar la producción y las exportaciones del país, cosa indis- 
cutiblemente necesaria -nadie lo puede discutir- pero dejando 
de lado los derechos, a nuestro juicio prioritarios, que deben 
tener los uruguayos y, fundamentalmente, los campesinos para 
explotar la tierra de nuestro país. A mi entender, ese no va a 
ser el rol poblacional, porque no se va a cumplir si se permite 
que por el mundo circulen papeles vendiendo la tierra urugua- 
ya. Si en países de Europa y en las Bolsas o centros financie- 
ros de distintos lugares, la tierra uruguaya se vende a través de 
papeles, aquí, donde el suelo es la principal fuente generadora 
de divisas, debemos conocer quiénes son sus propietarios. De- 
bemos conocerlos a los efectos de defender la riqueza nacio- 
nal y lograr su mejor aprovechamiento. 


Quiero insistir en el análisis del proyecto, porque ¿cómo se 
justifica esto por sus autores? Diría que hay tres puntos funda- 
mentales en la exposición de motivos. En primer lugar, asegu- 
rar una mayor inversión en el agro, porque las leyes que se 
derogan la estarían deteniendo. En segundo término, combatir 
el minifundio y, en tercer lugar, algo que se señala dos veces 
en la exposición de motivos... 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar si se prorroga el 
tiempo de que dispone el orador. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Agradezco al Senado que me permi- 
ta continuar la exposición. 


Decía que se ha citado dos veces en la exposición de moti- 
vos, al principio y al final, la lesión al derecho de propiedad 
que se habría establecido con la disposición que hoy se preten- 
de derogar. Se habla de una mayor inversión en el agro rela- 
cionándola, fundamentalmente, con la falta de capital que ten- 
drían y tienen -en eso estoy de acuerdo con lo que ha manifes- 
tado el señor Miembro Informante de la mayoría- los produc- 
tores rurales. Entonces, según este proyecto para nutrirlos de 
capital, la solución sería que la tierra uruguaya se vendiera por 
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todo el mundo, en papeles, a gente desconocida que obtendrá 
ganancias desde lejos, con lo cual se la estaría prefiriendo a 
los campesinos uruguayos y a aquellos que tienen sus orígenes 
en nuestra tierra y vocación para trabajarla. Además, si quere- 
mos fortalecer la inversión en el agro, habrá que realizar una 
política firme de tierras y de producción, así como también 
una política de asentamiento o de reasentamiento de la pobla- 
ción que ha emigrado. De esta manera, habrá que señalar una 
vez más, que el Banco de la República debe ser el gran pro- 
motor de los créditos hacia la principal fuente de creación de 
riqueza del Uruguay, que es la producción agropecuaria. Sé 
que frente a esto ha habido alguna reacción; incluso, viví y 
participé de algunas reuniones y de aquellas tristes jornadas en 
que se le restó al Banco de la República los fondos que la 
Tesorería del Estado depositaba diariamente y con los cuales 
esta institución realizaba políticas promocionales que no pudo 
volver a efectuar. Cuando se habla de combatir el minifundio, 
posiblemente se presume que el productor extranjero que no 
vive en nuestro país va a volcar su dinero para los pequeños 
lecheros de Canelones, San José o Florida. Me refiero a los 
que explotan 30, 40 ó 60 hectáreas con carencias tremendas. 
¿Acaso se cree realmente que es ahí donde va a llegar el 
capital para dinamizar la acción de esa gente? Seguramente, 
ese capital se va a utilizar para adquirir grandes proporciones 
de tierra; si llega el tremendo capital que se pretende atraer, se 
aprovechará para generar y aumentar nuevamente la política 
del latifundio. 


Como todos sabemos, en la exposición de motivos se seña- 
la en dos oportunidades que con esta ley se limita el derecho 
de propiedad. Al respecto, Justino Jiménez de Aréchaga esta- 
blece en sus conocidos estudios constitucionales que el dere- 
cho de propiedad es el más limitado de todos los derechos que 
contiene la parte dogmática de nuestra Constitución. Sin duda, 
esto no es algo nuevo; la Constitución de 1830 señalaba las 
limitaciones a la propiedad cuando lo exigieran las razones de 
interés general. De ahí en más, en las Constituciones de 1918, 
1934, 1942 y 1951 se han empleado distintas expresiones, 
como pueden ser las razones de interés general o público, pero 
siempre fijando límites al derecho de propiedad, cuando exis- 
ten de por medio intereses de la colectividad. 


Cuando se trata de repoblar la campaña, cuando se trata de 
reservar la tierra para nuestra gente, cuando se procura preser- 
var la riqueza uruguaya de la expoliación que se puede hacer 
desde afuera, creemos que efectivamente se trata de razones 
de interés general. 


También se dice en la exposición de motivos que con este 
proyecto se fomenta la necesidad de fórmulas asociativas para 
la producción agropecuaria. Al respecto, digo que en el Uru- 
guay ya existen, por ejemplo, los grupos que han creado los 
productores para intercambiar opiniones entre ellos asociándo- 
se en el esfuerzo de investigación, de tecnificación para la 
producción. Se formaron los Grupos CREA y luego su Fede- 
ración, denominada FUCREA, que obviamente constituyen con 
su esfuerzo común una forma de asociación de los productores 
de nuestro país, para llevar adelante su trabajo exitosamente. 
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No debemos olvidar que también existen las cooperativas 
agropecuarias y su Federación, que reúne a productores lane- 
ros y de granos que, si no me equivoco, son las más importan- 
tes. En este sentido, la de carnes sufrió una desgraciada expe- 
riencia que, a mi juicio -y creo haberlo demostrado en anterio- 
res Comisiones de Ganadería, Agricultura y Pesca- se debió a 
que no se tuvo la suficiente comprensión por parte de algunos 
de los Directores de la época del Banco de la República para 
defender, no ya una empresa, sino la base del cooperativismo 
uruguayo. 


Señor Presidente: considero que hoy el cooperativismo, 
está viviendo una época de crisis y es ahí donde debemos 
apuntar con soluciones. Se trata de un régimen de gran signi- 
ficación social, que atenúa las rispideces del capitalismo sin 
llegar al socialismo; es un régimen que el Uruguay debería 
estimular de todas maneras para permitir, precisamente, la 
asociación y el esfuerzo común de los productores agrope- 
cuarios. Si quisiéramos mencionar un ejemplo basta con nom- 
brar la acción común de un grupo muy numeroso de produc- 
tores rurales, que han constituido en el país un éxito colosal. 
Me refiero a CONAPROLE, Cooperativa Nacional de Produc- 
tores de Leche, que es el principal exportador de productos 
lácteos en nuestro país. Se logró agrupando a los pequeños 
productores a través de la intermediación en el crédito, a los 
efectos de hacerle llegar las raciones, los forrajes y los meca- 
nismos a aquellos que no cuentan con capital o garantías sufi- 
cientes como para comprobarlos u obtener los créditos en el 
Banco de la República o en la Banca privada. No se puede 
negar que es un esfuerzo económico y social de enorme im- 
portancia, que está a la vista de todos y que nos está señalando 
que no es necesario recurrir a la modificación de estas disposi- 
ciones para lograr que se produzca la asociación y el esfuerzo 
común de productores rurales en beneficio de sus condiciones 
de vida y del aumento productivo que el Uruguay necesita. 


Pido disculpas a los señores Senadores porque voy a incur- 
sionar en un terreno sobre el que, inclusive, muchas veces se 
ha ironizado por la insistencia que sobre el mismo hemos teni- 
do. Creemos firmemente que este proyecto favorece el proce- 
so de extranjerización de nuestra tierra. Si la tierra uruguaya 
se va a vender a través de papeles innominados en cualquier 
lugar del mundo, repito, estamos favoreciendo el proceso de 
extranjerización de nuestra tierra. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR PEREYRA. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR BATLLE. - No ha sido mi voluntad interrumpir al 
señor Senador Pereyra y, es más, voy a escuchar a los demás 
señores Senadores que se refieran al tema. Reglamentariamen- 
te, como Miembro Informante puedo expresarme nuevamente 
antes de que pasemos a la votación. Sin embargo, quiero seña- 
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larle al señor Senador que está en uso de la palabra que bajo la 
vigencia de esta ley y de esta prohibición, desde 1967 a la 
fecha, los extranjeros han comprado importantes extensiones 
de campo en nuestro país utilizando sociedades anónimas de 
acciones nominativas. Inclusive, en sus respectivos países esta 
es la obligación general para todas las corporaciones y no sólo 
para aquellas que tengan que ver con actividades rurales. En 
ese sentido, podemos mencionar que ciudadanos canadienses 
acaban de comprar 14.000 hectáreas de campo en el departa- 
mento de Río Negro y han traído su ganado; no han tenido 
ningún inconveniente. Esto quiere decir que para ellos no existe 
ninguna dificultad y todos los extranjeros -de la nacionalidad 
que sean y absolutamente todos- que han llegado al Uruguay y 
que son tratados igual que los nacionales -porque así lo esta- 
blece la Constitución, la ley y nuestras costumbres- han adqui- 
rido tierras a través de los mecanismos jurídicos, ya sea a 
título personal o por medio de acciones nominativas. Por el 
contrario, lo que estamos tratando de hacer es, precisamente, 
proteger a aquellos que por tener un área pequeña necesitan 
adherirse a otros, a través de formas jurídicas a las que solos 
no pueden acceder, para poder seguir en el campo. 


Evidentemente, si no les damos estas facilidades va a con- 
tinuar el proceso de agrandar las unidades de explotación, lo 
que se viene dando sobre todo al norte del Río Negro, tanto 
por nacionales como por extranjeros, No se trata de un proble- 
ma jurídico, sino de costos de producción y de rentabilidad de 
lo que se produce, en función de los precios a los que se vende 
en el mundo. 


Si este fuera un problema jurídico y sobre él pudiéramos 
detener o modificar la forma de tenencia, podríamos discutir 
qué es lo que conviene; sin embargo, no se trata de eso sino 
que estamos frente a una dificultad económica, absolutamente 
económica. 


Seguramente el señor Senador Pereyra le consta -él tam- 
bién es productor- que un hombre que tiene 450 hectáreas 
arriba del cristalino del basalto superficial no puede vivir por 
más créditos que se le otorguen porque el costo de producción 
no puede ser cubierto con lo que produce. 


En consecuencia, lo que está ocurriendo es precisamente lo 
contrario de lo que el señor Senador procura y que ha centrado 
su exposición -respeto muchísimo esto porque siempre ha sido 
su punto de vista- alrededor de proteger a la persona en el 
campo. Frente a esto le digo que la realidad económica deter- 
mina que, en esas explotaciones, la persona se vaya del cam- 
po; el campo queda y se agranda la propiedad del vecino, que 
es grande. Esto ocurre porque en una superficie de este tama- 
ño no hay rentabilidad posible por más que le hayamos sacado 
al campo la mayor parte de los impuestos. Este Parlamento y 
el anterior han hecho un esfuerzo formidable para quitarle al 
campo los impuestos, pero en las zonas mayoritariamente pe- 
cuarias del Uruguay y debido a los precios subsidiarios de los 
países centrales, los precios de la carne y de la lana no le 
alcanzan al productor -con un área menor de 2.000 hectáreas- 
para vivir, mandar a sus hijos a estudiar y tener una casa en el 
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pueblo además de la del campo o, en todo caso, mandar a sus 
hijos a estudiar a Montevideo. No le alcanza. Si esa persona 
tiene que gastar U$S 2.000 por mes entre todas las administra- 
ciones que tiene que manejar, estamos frente a una cifra de 
U$S 24.000 anuales, lo que equivale a 12.000 kilos de vellón 
y, por lo tanto, necesita 3.000 ovejas, sin que le cueste nada la 
esquila y así poder vivir y mantener a su familia. 


En consecuencia, lo que estamos haciendo es ayudar al 
productor chico porque, de lo contrario, el grande se lo “come”, 
tal como los hechos lo han demostrado, ya sea a nivel de 
productores nacionales como extranjeros, desde 1967 a la fe- 
cha. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: no tengo dudas de 
que la situación en que se encuentra el minifundista y el me- 
diano productor es tal como la describe el señor Senador Bat- 
lle. Conozco el problema; precisamente por ello es que creo 
que el capital que va a venir a integrarse por la forma prevista 
en este proyecto de ley, no va a venir a integrarse a la explota- 
ción de ese minifundista; no lo hará porque no tiene atractivo. 


Por otro lado, señala una verdad tremenda el señor Sena- 
dor Batlle cuando habla de la desigualdad entre el hombre que 
vive en gran parte de la República y los habitantes de Monte- 
video. También se ha referido a los hijos de padres pobres que 
quieren estudiar; es verdad. Ni con 500 hectáreas ni con 2.000 
en algunas zonas lo podrá hacer. Lo que sucede, señor Presi- 
dente, es que la educación a ese nivel también está centraliza- 
da y hay falta de equidad en ese sentido. El habitante de Mon- 
tevideo manda a sus hijos a estudiar a determinada Facultad, 
lo que supone 10, 15 ó 20 minutos de ómnibus; sin embargo, 
el habitante de Artigas o Tacuarembó, tal como lo ha señalado 
el señor Senador Batlle, tiene que ser un hombre rico para 
poder mantener la estancia de su hijo en la capital de la Repú- 
blica. No obstante, no es éste el centro de la cuestión hoy. 


Acaba de señalar el señor Senador Batlle que esa compra a 
que se ha referido -y ello me daría la razón- no está dirigida a 
una pequeña porción de tierra sino a la adquisición de 14.000 
hectáreas con capital extranjero. Quiere decir que el atractivo 
no va a estar en el pequeño lechero o productor, sino en la 
gran adquisición de tierra. Se trata de 14.000 hectáreas y eso 
es un latifundio, aunque de pronto la explotación se realiza en 
condiciones técnicas muy especiales; sin embargo, de acuerdo 
a nuestra consideración general, es un latifundio. Los inversio- 
nistas se dirigen a la gran explotación, no vienen a asociarse 
para el impulso social del progreso de los pequeños producto- 
res, como dicen los defensores de este proyecto. 


También ha señalado el señor Senador Batlle que han com- 
prado por el sistema de acciones nominativas y, si es así, es 
absolutamente innecesario eliminar esa posibilidad porque con 
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el régimen actual pueden comprar la tierra uruguaya. A mi 
entender la extranjerización perniciosa no es la de capitalistas 
que vienen a establecerse en el país. En los dos últimos pro- 
yectos de ley que he presentado al respecto siempre he referi- 
do la necesidad de que aquel extranjero que desee adquirir 
tierras en el Uruguay se afinque en nuestro país y se integre a 
la sociedad uruguaya. 


Sabemos muy bien, señor Presidente, de este proceso y lo 
saben los que están de acuerdo en que debe combatirse y los 
que no lo están. En tres oportunidades se ha presentado en 
este Parlamento -mientras he sido Legislador- un proyecto de 
ley para tomar alguna medida destinada a defender la tierra 
uruguaya de una penetración por extranjeros no residentes, y 
tres veces no ha habido mayoría para aprobarlo. Sin embargo, 
hace algunos días -no hace años- la prensa ha señalado este 
aspecto, del gran proceso extranjerizador de nuestra tierra. 


Seguidamente voy a leer un artículo recientemente publi- 
cado en el diario “El País” que da información amplia -como 
lo ha hecho en otras oportunidades- sobre ese proceso de ex- 
tranjerización fundamentalmente por parte de brasileños. Des- 
pués de hablar de las violaciones de la legislación social uru- 
guaya, lo que ha motivado la intervención de la Inspección del 
Trabajo con actitudes que también se han difundido por la 
prensa, en el artículo se agrega lo siguiente: “Pero lo más 
grave y permanente es esa extensión de los límites brasileños 
dentro de nuestro territorio que se materializa con la compra 
de campos limítrofes por ciudadanos norteños, y que, frecuen- 
temente, también son dueños de las tierras linderas del otro 
lado de la línea divisoria. En los hechos esta situación extien- 
de a suelo uruguayo, todo el funcionamiento administrativo 
brasileño. A juzgar por innumerables denuncias, esta situación 
conlleva a muchos de estos extranjeros a percibir como difusa 
las jurisdicciones fronterizas, y a actuar con plena conciencia 
de que están en otro país. En otras palabras, tienden a mante- 
ner vigente la normativa, los procedimientos, el idioma hasta 
otros aspectos muy nítidos de la cultura norteña en suelo 
uruguayo. No podemos darnos el lujo”, termina diciendo el 
artículo, “de ignorar una situación negativa que viene en cre- 
cimiento constante. En estos temas sí están en juego cuestio- 
nes fundamentales de soberanía nacional a defender sin vaci- 
laciones de ninguna clase”. 


Creo que esto que aquí se denuncia se va a extender si se 
aprueba la derogación propuesta en este proyecto de ley. 


Es mucho más fácil comprar la tierra a través de acciones 
innominadas que hacerlo por medio de sociedades constituidas 
de otra manera, o adquirirlas mediante la compra directa, como 
sucede actualmente con los productores brasileños. 


Entonces, señor Presidente, agregaría que ha llegado el 
momento de tomar medidas. Vuelvo a hacer referencia al error 
en que cayó el anterior Gobierno cuando firmó el Protocolo de 
Colonia en 1993. Concretamente, en la Comisión de Asuntos 
Internacionales hemos planteado nuestra objeción a esa parte 
del Protocolo de Colonia que tiene que ver con las excepcio- 
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nes de inversiones en materia de tierra por los socios del 
MERCOSUR. A su vez, hemos obtenido de parte del señor 
Ministro la promesa de que se va a rever la situación en futu- 
ros procesos que seguirán al de integración que se está reali- 
zando. Reitero que en el Protocolo de Colonia, Argentina y 
Paraguay excepcionaron su territorio en una distancia de 50 
kilómetros fronteras adentro, al tiempo que Brasil -perdonen 
mi insistencia, ya que lo he dicho en otra oportunidad- hizo lo 
propio en relación a todo su territorio hasta para arrendamien- 
tos; es decir que no sólo se ocupó de la propiedad, sino tam- 
bién de las formas de arrendamiento. Como sabemos, Brasil es 
un coloso en tierras y nosotros que apenas tenemos una frac- 
ción, la más pequeña entre todas las del MERCOSUR, no 
supimos tomar en aquel momento una medida de excepción 
de, por lo menos, parte de nuestra tierra. Esto tendrá que ha- 
cerse, señor Presidente; tendrá que llevarse a cabo el proceso 
limitante de la extranjerización de nuestra tierra. Aunque no 
nos demos cuenta -con el correr del tiempo, las generaciones 
venideras lo constatarán- vamos perdiendo, paulatinamente, 
nuestra soberanía, ya que estamos facilitando un proceso de 
enajenación de la misma; naturalmente, no atribuyo propósitos 
deliberados, pero creo que si bien ello es así, lo estamos ha- 
ciendo de manera inconsciente. 


Señor Presidente: pienso que en el proceso de globaliza- 
ción y circulación de capitales por el mundo el abrir la puerta 
para que sociedades anónimas con acciones al portador pue- 
dan comprar nuestra tierra es un factor de enorme peligrosi- 
dad. La opción parece ser proteger el capital y darle cabida, o 
defender la dignidad del hombre y su derecho a poseer la 
tierra. Algunos asimilan la explotación agropecuaria a cual- 
quier otra actividad industrial y es obvio que hay una profun- 
da diferencia. Algunos asimilan la tierra a la máquina y es 
obvio que ésta es una cosa muerta; la tierra es algo vivo que 
genera y sostiene nada menos que la vida del hombre, de los 
pueblos, de los Estados y de la humanidad entera. 


Esto no es de ahora, señor Presidente. La identificación del 
hombre con la tierra, esa relación casi mística entre ambos es 
un sentimiento ancestral. La tuvo el hombre desde que vivía 
en las cavernas, en los prados, en los bosques; me refiero al 
amor a la querencia, la solidaridad entre la tribu, y luego, al 
asiento físico del Estado, que es la tierra. Es el factor histórico 
de unidad de los pueblos. Sobre nuestra tierra se afirmó nues- 
tra independencia y sobre su generación creadora de riqueza 
se consolidó la independencia nacional; ella es un factor de 
identificación nacional y, a mi juicio, el principal. Esa mística 
que se ha creado en la relación tierra- hombre es una relación 
de amor. El hombre vende su tierra cuando ya no puede vivir 
más en ella, porque ella no es la máquina muerta sino la cosa 
viva sobre la que diariamente camina, se inclina, trabaja y ve 
crecer las plantas y los frutos que van a alimentar a su familia. 
Estos frutos son los que van a nutrir la riqueza del país. Creo 
que es necesario afirmar la unión afectiva entre el hombre y la 
tierra, tanto para crear la riqueza y superar la pobreza como 
para defender al hombre que sobre ella viva, en medio de la 
alegría o en el dolor y, en estas circunstancias dramáticas, 
diría, para encender una luz de esperanza sobre la gente que 
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vive en nuestro campo, que quiere hacerlo hundiendo sus ma- 
nos en el seno generoso de la tierra, en un acto de trabajo y 
amor, al mismo tiempo. 


He terminado, señor Presidente. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: tal como se seña- 
la en el repartido, vamos a votar en forma discorde este pro- 
yecto de ley que el Senado está considerando. 


Por mi parte, quisiera no repetir los conceptos, que com- 
parto, expuestos extensa y brillantemente por el señor Senador 
Pereyra, pero deseo dar mi opinión situando este proyecto de 
ley en el marco de lo que creo es congruente con una forma de 
ver y entender el proceso económico y la aplicación de un 
modelo económico y social. 


Es cierto que la Ley N* 13.608 al disponer, en el artículo 9 
exclusivamente, que “Las sociedades anónimas y comandita- 
rias por acciones sólo podrán poseer, adquirir o explotar in- 
muebles rurales, cualquiera fuera el título invocado, cuando la 
totalidad de su capital accionario estuviere representado por 
acciones nominativas”, no ha impedido la concentración de la 
propiedad de la tierra. Eso es verdadero, porque dentro del 
programa de la CIDE, donde se analizó esa iniciativa, había 
otra clase de medidas -el señor Senador García Costa me hace 
señas de que es así- y otros elementos muy importantes, que 
no se aprobaron tales como la imposición progresiva a la tierra 
e inclusive la limitación de la propiedad por encima de deter- 
minada extensión. De esa manera, se formaba un conjunto de 
disposiciones tendientes a cambiar la faz de la propiedad de la 
tierra y, diría, no sólo de ella sino también de la explotación 
agropecuaria en nuestro país y su desarrollo. 


De modo que, estando contestes en que esa decisión no ha 
impedido la concentración de la tierra, creo que el objetivo 
central que se persigue con este proyecto, más allá de las 
intenciones -que no estoy analizando- de sus autores, es prote- 
ger el conocimiento de la propiedad de la tierra. Esta es una 
norma que se ha aplicado en todos los niveles de la propiedad, 
y que se ha logrado a través del secreto bancario, con las 
sociedades anónimas, etcétera. Á este respecto, es práctica- 
mente imposible, en el Uruguay de hoy -si no se hace una 
investigación o un rastreo muy profundo al cual, seguramente, 
las dependencias públicas no son muy propensas- conocer la 
integración de los Directorios de las sociedades anónimas. Este 
tipo de sociedades no tienen obligación de publicar sus balan- 
ces, sólo la tienen las sociedades llamadas “abiertas”, que son 
las que cotizan en Bolsa o emiten valores. 


Solicité a mis compañeros que integran la Comisión res- 
pectiva que me corroboraran una información que leí en la 
prensa en estos días sobre una comparecencia en Comisión del 
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Presidente de la Liga de Defensa Comercial y su asesor jurídi- 
co, que señalaban la ignorancia en la que se está acerca del 
conocimiento de los balances de las sociedades anónimas, por- 
que es prácticamente imposible acceder a ellos. La Inspección 
General de Hacienda, que utilizaba un mecanismo a través del 
cual existía un registro y se podía llegar a ese conocimiento, 
prácticamente fue desmantelada y se la sustituyó por una Au- 
ditoría Interna de la Nación, que se ocupa de auditar interna- 
mente los organismos del Estado y no de controlar -como lo 
hacía antes la Inspección General de Hacienda- a las socieda- 
des anónimas, a las cooperativas, etcétera. Creo que le queda 
como función el control del movimiento de las cooperativas 
de consumo y de producción, pero no de las sociedades anóni- 
mas. 


Quiere decir que hay una manera de ver y entender el 
funcionamiento de la economía que tiende a que el tema de la 
propiedad sea prácticamente un secreto. Creo que lo que había 
conseguido la Ley N* 13.608 era, al menos, que se conociera 
quiénes eran los que detentaban la propiedad de la tierra. So- 
bre este tema, voy a hacer algunos comentarios, porque me 
parece conveniente aportar algunos datos en este sentido. En 
primer lugar, quiero decir que las cifras que voy a mencionar 
son de 1990, correspondientes al último censo agropecuario. 
Quiero señalar que me parece extraordinariamente grave que 
no haya más censos por muestreo, porque el Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca los ha suprimido lisa y llana- 
mente. Anteriormente se hacía una actualización cada dos años, 
pero ahora no se hacen más, y si preguntamos la causa, nadie 
sabe responder. Cuando pedí los informes, me dieron los de 
1990, y la dependencia correspondiente me dijo que no había 
actualizaciones ni más censos por muestreo. De cualquier ma- 
nera, podemos comentar los datos anteriores a 1990: en 1966, 
había prácticamente 80.000 explotaciones rurales; en 1970 dis- 
minuyeron a 77.163 y en 1990 se llegó a la cifra de 54.000. 
Prácticamente han desaparecido 24.000 productores en 24 años, 
y no lo han hecho aquellos que poseen 1.500 ó 5.000 hectá- 
reas, sino los pequeños y medianos productores. 


Hay que comentar algunos datos de este censo, que me 
parecen importantes para el conocimiento acerca del problema 
de la concentración de la propiedad de la tierra: del total de 
54.000 productores, hay 4.030 titulares de explotaciones agra- 
rias que concentran 10:073.984 hectáreas -es decir, casi el 
70% de la propiedad de la tierra, de la extensión explotable- el 
resto, correspondiente a 50.786 titulares, detentan la propiedad 
de 5:700.000 hectáreas. Esta es la realidad que conocemos 
hasta 1990, y no sabemos qué es lo que sucedió en los años 
siguientes. 


Luego vamos a hablar del tema de la productividad y de si 
este problema de la explotación de la tierra se resuelve por la 
vía de permitir la instalación de sociedades anónimas, porque 
en mis once años y medio en el Senado he escuchado muchas 
interpretaciones acerca de cómo hay que cambiar la produc- 
ción y los rubros y, por ejemplo, cómo había que dejar de 
plantar remolacha azucarera para utilizar la fructosa como ele- 
mento sustitutivo. Sin embargo, parece que ahora la fructosa 
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no sirve más, porque los que la utilizaban y habían instalado 
una planta en Pan de Azúcar la liquidaron, ya que como eran 
los dueños de las empresas que usaban esta materia prima, al 
comprobar que era más barato usar el azúcar o un derivado, 
desecharon la fructosa. Entonces, se acabó la magia de la fruc- 
tosa, porque resultó mucho más cara que utilizar el azúcar de 
la remolacha. Menciono esto como una anécdota que muestra 
todos los cambios espectaculares que se dice se han producido 
en el país. De modo que comparto el hecho de que tampoco se 
ha detenido la extranjerización de la tierra. El señor Senador 
Pereyra ha presentado proyectos de ley -que hemos acompa- 
ñado con nuestra firma, en el debate y en el voto- para poner 
límites a la extranjerización, no con criterio xenófobo sino 
exigiéndole a los extranjeros que compren tierras, que se ins- 
talen en el Uruguay. Entonces, le poníamos límites, a los efec- 
tos de proteger este recurso que no es extensible, es necesaria- 
mente finito y para el país es fundamental estratégicamente. 
Lo que nuestro país no extraiga de la producción agropecuaria 
no lo podrá utilizar en su desarrollo; por lo tanto, no habrá 
desarrollo fundamental sin este recurso esencial, que es la tie- 
rra. 


Uno de los argumentos fundamentales que se esgrime es el 
fracaso para impedir la concentración de la tierra; entonces, 
instrumentemos algunas medidas que podrían ser muy impor- 
tantes para promover, por ejemplo, que la tierra sea explotada 
por más gente. 


Hace ya siete años hemos presentado un proyecto de ley 
tendiente a dotar al Instituto Nacional de Colonización de re- 
cursos para que promueva la colonización. Lo hemos vuelto a 
actualizar y está en poder de la Comisión de Ganadería, Agri- 
cultura y Pesca. Debo decir que en 50 años este Instituto ha 
podido realizar la colonización de 520.000 hectáreas, de las 
cuales adquirió 320.000, porque las otras venían dadas por las 
instituciones que tenían la tierra antes de su constitución. En 
los últimos años adquirió 8.000 hectáreas por año y en otros 
10.000 ó 5.000. 


Después de un proceso larguísimo de discusión y de dece- 
nas de reuniones de las Comisiones especializadas, no conse- 
guimos que las tierras que habían sido dadas en garantía de las 
carteras incobrables que tuvo que adquirir el Estado -con las 
cuales el Banco Central y el de la República tuvieron que 
quedarse- pudieran pasar al Instituto Nacional de Coloniza- 
ción. A pesar de que había un mandato legal y una orientación 
en esa dirección, eso nunca se consiguió porque, de acuerdo 
con el criterio del banco, no podía perder absolutamente todo; 
tampoco hubo una ley que habilitara el pago correspondiente 
al banco, de modo de darle los recursos con los cuales pudiera 
hacer frente al traslado de las mencionadas tierras al Instituto 
Nacional de Colonización. El proyecto que hemos presentado 
en ese sentido ha dormido en las carpetas durante los últimos 
siete años. Ahora, los integrantes del movimiento “Paysandú 
entre todos” -que tanto ha llamado la atención- es decir, un 
sector de productores lecheros, reclama que exista una política 
de este tipo. 
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Es cierto -y lo comparto- que hay sectores de la produc- 
ción agrícola, ganadera y lechera que tienen problemas de 
redimensionamiento. Concretamente, cerca de 2.000 produc- 
tores lecheros corren el riesgo de desaparecer porque carecen 
-por la escasa dimensión de sus predios- de la estructura nece- 
saria para que su explotación sea rentable, lo que les permitiría 
no solamente subsistir, tener casa y comida, sino también man- 
dar a sus hijos a la escuela o al liceo. Realmente, existe un 
problema de redimensionamiento. 


Personalmente, diría que en los últimos diez u once años lo 
único que hemos visto ha sido la instalación, fundamental- 
mente por parte del Instituto Nacional de Colonización, de 
siete u ocho campos de recría en todo el país, que han tratado 
de contribuir y ayudar de alguna manera a que esta gente 
pueda seguir adelante. Sin embargo, no ha habido ninguna 
política tendiente a la creación de nuevas cuencas lecheras, 
mediante la participación activa del Instituto Nacional de Co- 
lonización. 


También es cierto -y lo tengo muy claro- que el pequeño 
ganadero tiene tremendas dificultades para lograr rentabilidad. 
Sin embargo, me animo a decir que un productor del cristali- 
no, del basalto, con 1.000 hectáreas, créditos adecuados y bue- 
nas técnicas de manejo, puede tener una producción rentable. 
Claro que no sería lo mismo si tuviera 200 hectáreas. En este 
sentido, puedo decir que conozco las técnicas de manejo que 
se emplean en el sur del país; concretamente, en lo que respec- 
ta a la producción lanera, debo decir que he conocido produc- 
tores que en 200 hectáreas han movido más de 2.500 ovejas, 
han achicado potreros, han utilizado en ellos nuevas técnicas 
de rotación y han logrado aumentar la producción vertical- 
mente. Claro está que han invertido y, para hacerlo, se han 
asociado. Obviamente, se han arriesgado; el que no arriesga es 
el que tiene 3.000 ó 4.000 hectáreas, que hace cambios, es 
decir, se dedica a la lana durante un tiempo y, si le va mal, 
pasa a ocuparse de la ganadería bovina. Si en este último 
tampoco le va bien, se cambia para otro rubro; de hecho, tiene 
la rentabilidad asegurada por la extensión, no por la técnica ni 
por el incremento de la producción. 


Cabe señalar que en la Comisión de Ganadería, Agricultu- 
ra y Pesca tuvimos oportunidad de escuchar a los integrantes 
de la Federación Rural, quienes sostuvieron -y ahora lo han 
hecho en forma pública- que hay nuevas técnicas de manejo 
del ganado bovino que permiten aumentar verticalmente la 
producción. Al respecto, he oído algún comentario, muy al 
pasar, en este Plenario del Senado. Al parecer, con el empleo 
de esas nuevas técnicas se podría efectuar un salto de la pro- 
ducción de 50 quilos de carne por hectárea a 120 ó 140 quilos. 
Obviamente, esto también requiere una inversión, además de 
un paquete tecnológico socializado por el Estado. Cuando em- 
pleo el término “socializado” no estoy hablando de que dicho 
paquete tecnológico tenga un carácter socialista, sino de que 
sea llevado a la comunidad por las instituciones de extensión 
agropecuaria que eduquen, enseñen y extiendan el conocimiento 
sobre la forma de manejar la producción bovina. Esto es algo 
que ya existe hoy y, por lo tanto, es posible. 
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Sin embargo, el argumento fundamental que se utiliza es el 
fracaso para impedir la concentración de la tierra. Pero aquí 
no se brinda un mecanismo para contener dicho problema o 
para impedir la extranjerización. Simplemente, se dice que 
esto no fue suficiente para impedir la concentración. No cabe 
ninguna duda de que la tierra está concentrada; los datos están 
y, aunque no han sido actualizados, nadie puede afirmar que 
esas cifras hayan disminuido. Al contrario, seguramente los 
números habrán aumentado, agravando la situación. 


Me parece -y en esto coincido totalmente con el señor 
Senador Pereyra- que este es un camino tendiente a que la 
tierra pase a estar en manos de tenedores de papeles, de esos 
que constituyen los fondos de inversión y que no se afincan en 
la tierra, sino que seguramente pasan a constituir sociedades, 
que tendrán sus administradores y que aplicarán las técnicas 
que más les convengan. Sin embargo, todo esto no hará que la 
gente se afinque en la tierra, convirtiéndola así en un mecanis- 
mo que retenga a la sociedad agraria de nuestro país en el 
medio en el cual debe cumplir su función y desarrollarse. 


Por mi parte, se me ocurre pensar por qué, por ejemplo, 
no se ha promovido una ley cooperativa que estimule el de- 
sarrollo del cooperativismo agropecuario. Existen ejemplos 
formidables acerca de lo que se puede lograr a través de este 
mecanismo; concretamente, el señor Senador Pereyra citó a 
CONAPROLE y a las Cooperativas Agrarias Federadas, que 
al día de hoy administran -bajo el sistema cooperativo- segura- 
mente la mayor cantidad de depósitos de granos que hay en el 
país, con una eficiencia total. 


En definitiva, concuerdo con lo que señaló en su momento 
el señor Senador Pereyra. Precisamente, tengo en mi poder el 
mismo documento que él mencionó. Tal como él lo afirmó, en 
Estados Unidos no hay acciones al portador para la propiedad 
de la tierra ni para nada. Sin embargo, al parecer, nosotros 
somos mucho más avanzados que ese país y vamos a permitir 
que las sociedades sean anónimas absolutamente en todo. 


SEÑOR BATLLE. - Lo son; siempre lo fueron. 


SEÑOR GARGANO. - En el trabajo que tengo en mi po- 
der se menciona también a otros países, tal como señaló el 
señor Senador Pereyra. Se nombra, entre otros a Colombia, 
Gran Bretaña, Ecuador, España, Grecia, Italia, Mónaco, No- 
ruega, Suecia, Japón y Turquía; en todos estos países dichas 
sociedades están prohibidas expresamente. Aquí, como somos 
muy avanzados, opinamos distinto; al parecer, los países que 
he citado son muy atrasados y tienen muy poca noción de lo 
que hacen en general. 


Entonces, con respecto a este recurso, que es fundamental, 
vamos a dar la posibilidad de que se instalen las sociedades 
anónimas que, sobre todo, van a propender a esa extranjeriza- 
ción de que hablábamos, lo que no garantiza que sea un factor 
que incremente la productividad. En verdad, aquí no hay nin- 
guna garantía de que ésta se vea aumentada. En este trabajo se 
señala también algo sobre los criterios, que me permito leer 
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textualmente, porque creo que es muy ilustrativo. Se dice lo 
siguiente: “Si bien es cierto que la exigencia de la nominativi- 
dad de las acciones bastaría para solucionar los problemas 
referentes al contralor de la concentración, a la individualiza- 
ción del contribuyente y a la determinación de su capacidad 
contributiva”, cosas que son muy importantes, “la solución 
resulta insuficiente. En efecto, aun prescindiendo de los facto- 
res enunciados, la titularidad de derechos sobre la tierra por 
personas jurídicas apareja riesgos de otra naturaleza, que sólo 
pueden remediarse con la solución extrema que se propicia. 
Entre ellos debe señalarse: 


1% impide la progresiva subdivisión de la tierra que se 
produce por las trasmisiones sucesorias, sin posibilidad de que 
se opere la partición, aun cuando los predios admitan cómoda 
división; 


2) obsta, por consiguiente, a la incorporación de empresa- 
rios rurales, muchas veces capacitados, al someter la explota- 
ción al dictado de la mayoría del capital accionario; 


3%) conduce tarde O temprano a una atomización de este 
capital, y en consecuencia, a que ninguno de los accionistas 
tenga una vinculación directa con la tierra, que se considera 
indispensable tanto desde el punto de vista económico como 
del social. La explotación rural requiere que al título jurídico 
se agregue una vinculación humana y personal del hombre 
con la tierra que en estos casos desaparece”. 


Cita, en este sentido, los proyectos de ley que hoy mencio- 
naba el señor Senador Pereyra. 


Se dice que el remedio para los pequeños y medianos pro- 
ductores ganaderos es que constituyan una sociedad anónima 
a fin de iniciar la explotación que no pueden realizar indivi- 
dualmente. Se piensa que así se alcanzarán los niveles de pro- 
ductividad y eficiencia. ¿Quiénes? ¿Qué posición tendrán los 
pequeños productores dentro de la sociedad anónima? Segura- 
mente, serán peones o capataces dentro del predio donde esta- 
ban; de pronto, se trasladarán a vivir en la ciudad y concurri- 
rán a trabajar cuando el Directorio de la sociedad anónima los 
llame. ¿Quién garantiza que tendrán una rentabilidad más alta 
que la actual? Ellos se transformarán en simples tenedores de 
papeles y, además, deberán ser obedientes ante las órdenes de 
quienes posean la mayoría del paquete accionario. 


Aquí no se ha demostrado cuál es el camino real para el 
avance de la producción agropecuaria, para el beneficio de los 
pequeños y medianos productores o para impedir la concentra- 
ción de la tierra. Al contrario: entiendo que esto tiende a dar 
una enorme facilidad en este sentido. 


Comparto un aspecto del análisis que hizo el señor Sena- 
dor Batlle, pero paradojalmente, llego a las conclusiones con- 
trarias. Tengo en mi poder un trabajo elaborado por el doctor 
José Gimeno Sanz, quien contribuyó a los trabajos de la CIDE 
y es un experto en esta materia, además de desempeñarse como 
consultor de la FAO y del Banco Mundial sobre el tema de la 
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tributación agropecuaria. Como creo que viene al caso, voy a 
leer lo que él dice al respecto: “La norma cuya derogación se 
promueve, tiene su antecedente fundamental en las propuestas 
wilsonistas de la CIDE (62-65) que promovían soluciones aún 
más radicales en la materia. (Véase CIDE-SECTOR AGRO- 
PECUARIO-ESTUDIO ECONOMICO Y SOCIAL DE LA 
AGRICULTURA EN EL URUGUAY.)”. Manifiesta: “La pro- 
puesta de la CIDE implicaba: una imposición a la tierra fuerte- 
mente progresiva, límites de superficie con vigencia para el 
futuro y como determinantes de propiedad expropiatoria y la 
reafirmación de un efectivo derecho de “tanteo” en favor del 
Instituto Nacional de Colonización. 


La existencia de sociedades de capital, particularmente con 
acciones al portador, hacía ilusoria la aplicación de aquellas 
normas. Pero éstas fueron radicalmente desechadas, aun por 
quienes hoy se dicen fervientes wilsonistas, pese a que los 
problemas socio-económicos de aquella época, aunque atem- 
perados, se mantienen hoy vigentes: concentración de la tierra 
y necesidad de un mejoramiento importante en la eficiencia y 
productividad, en función de una competitividad desaforada 
generada en los mercados internacionales. 


La imposición progresiva (inconciliable con un sistema de 
sociedades con acciones al portador) desestimula la concentra- 
ción de este factor productivo, en la medida que lo encarece 
en razón de su extensión (lo que es razonable dada su escasez) 
promoviendo el mayor empleo de los otros factores (capital, 
mano de obra) particularmente si se les beneficia impositiva- 
mente (exenciones por reinversiones, menores cargas previsio- 
nales)”. 


Asimismo advierte: “Téngase presente que la reciente Re- 
forma Tributaria para el agro significó la desaparición total de 
los impuestos progresivos en el sector y la minimización de 
los impuestos a la tierra, hasta el punto de exonerar a ésta del 
Impuesto al Patrimonio y del Impuesto de Enseñanza Prima- 
ria”. En el día de ayer el Senado votó un complemento de esa 
exoneración, porque se extendió aun a los que no habían paga- 
do durante el año anterior a la sanción de la ley que eximía del 
pago del Impuesto a Primaria. 


Continúa diciendo el doctor José Gimeno Sanz: “El nuevo 
sistema impositivo, que implicó adicionalmente un impuesto 
indirecto básico (IMEBA), tuvo un formidable efecto regresi- 
vo sobre la distribución de la carga fiscal y, a través de éste, 
sobre el ingreso de los productores, disminuyendo sustancial- 
mente la imposición de las grandes estancias e incrementando 
la de los pequeños productores”. 


Esta visión de la tributación del agro coincide exactamente 
con lo que nosotros dijimos, porque se universalizó el IMEBA 
-ahora lo pagan los intensivistas, los pequeños granjeros y 
demás- para que el peso del Impuesto al Patrimonio y otros 
que pagaban los grandes tenedores de tierra, fuera disminuido 
hasta casi desaparecer. Quiere decir que se produjo un despla- 
zamiento de la carga tributaria desde los ricos hacia los peque- 
ños productores o los pobres del campo. Por medio de alguna 
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medida extraordinaria -como la que votamos en el día de ayer, 
tendiente a que lo que se pagaba por concepto de IMEBA se 
pudiera abonar como parte del Impuesto al Patrimonio por los 
pequeños productores- se ha intentado paliar esta situación, 
pero lo cierto es que esa estrategia es muy clara. Para desarro- 
llarse hay que invertir; para invertir hay que ahorrar, pero para 
ahorrar es necesario contar con capacidad de ahorro, y los 
únicos que la tienen son los ricos. Entonces, hay que desgra- 
var a los ricos y no establecer impuestos directos ni progresi- 
vos; pero como el sagrado equilibrio fiscal exige presupuestos 
equilibrados, entonces, vamos a castigar a los pequeños pro- 
ductores y a universalizar el IMEBA. Este es el esquema ge- 
neral. 


Creo que el proyecto tal como está estructurado, propende 
a lo que aquí se ha señalado reiteradamente cuando se trata 
este tema. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - Formulo moción en el sentido de 
que se prorrogue el término de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-19 en 20. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Agradezco a las señoras Senadoras 
y alos señores Senadores su deferencia. 


Creo que hemos formulado un planteo crítico a la funda- 
mentación; pienso que no se resuelve ninguno de los proble- 
mas, sino que sólo se propende al ocultamiento de la propie- 
dad. Asimismo, esto también puede aparejar algún pequeño 
beneficio en materia tributaria. Este aspecto ha sido citado por 
el doctor José Gimeno Sanz en el trabajo elaborado a pedido 
nuestro. Indica: “La solución que se promueve implica, ade- 
más, ventajas impositivas relativas, aunque menores, para las 
mencionadas personas jurídicas, tanto a nivel de las trasmisio- 
nes inmobiliarias por acto entre vivos (que quedan marginadas 
del impuesto del 2% a cada una de las partes si se explicita la 
venta por la simple transferencia de acciones)” -se entiende 
que al hacer referencia a las acciones no se transfieren inmue- 
bles- “como por la vía sucesoria, al poder prescindir de su 
incorporación en el haber del causante”. Estos dos aspectos 
me parecen absolutamente claros. No desestimo estas peque- 
ñas ventajas, porque no considero que sean pequeñas y porque 
se ha llegado a un grado, diría, de voracidad que lleva a los 
grandes propietarios a morder en todos los espacios posibles 
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para tratar de escapar al gravamen o a la imposición, por lo 
que también estas pequeñas ventajas les interesan. 


Me parece que lo sustancial es que todo esto responde a 
ese esquema de clandestinización de la propiedad y de pro- 
pensión, justamente, a que la concentración -en aras de una 
modernización que los países más avanzados no quieren en 
cuanto a la implantación de sociedades anónimas- pueda cam- 
biar el agro. No hay ninguna garantía de que esto se pueda 
hacer; es cierto que en el Uruguay de hoy se puede hacer 
crecer la producción agropecuaria verticalmente aplicando po- 
líticas de colonización, de créditos y de socialización de las 
técnicas de manejo en todas las áreas por parte de las institu- 
ciones del Estado y de aquellas privadas que trabajan con éste 
en la investigación y la extensión agropecuaria. 


A mi juicio, este proyecto es regresivo y se suma a las 
políticas de esta misma naturaleza que en materia impositiva 
se han planteado. Por supuesto, no le hacen ningún bien a las 
tímidas expresiones de combate a la concentración de la tierra 
que se han dado en el Uruguay o, por lo menos, a la publicita- 
ción de quiénes son sus propietarios. 


Muchas gracias. 
SEÑOR HEBER. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: como uno de los fir- 
mantes del proyecto de ley, quiero hacer algunas reflexiones 
vinculadas a las afirmaciones que se han hecho en el Senado 
en la tarde de hoy respecto a la importancia de mantener este 
artículo 9” de la Ley N* 13.608 de 8 de setiembre de 1967. 


Indudablemente, frente a esa realidad del mundo y del país, 
quienes integraban la Bancada del Partido Nacional y aquellos 
que representaban a los restantes partidos, tanto en la Cámara 
de Representantes como en el Senado, aportaron sus votos 
para aprobar el artículo 9” de la Ley N* 13.608, en base a los 
mismos argumentos que hoy escuchamos en Sala para votar 
en contra de su derogación. 


Entonces, nos preguntamos si cuando en aquel momento, 
bajo aquellas circunstancias y aquella realidad del mundo y 
del país, los Legisladores que votaron esa ley esperaban que 
después de treinta años cumpliera otra misión. Ahora bien: 
resulta que luego de transcurrido ese tiempo, todo lo que se 
buscó que la ley evitara, no se logró, y lo que se pretendió no 
evitar, sí se evitó. Me refiero, justamente, a la posibilidad de 
que aquí haya hijos y entenados, que se trate de distinta mane- 
ra a los empresarios que trabajan en el campo y a los que lo 
hacen en la industria. ¿Por qué en el Uruguay y en nuestra 
sociedad -creo que esta es la reflexión que todos debemos 
hacer- se trata de modo distinto a los empresarios que se dedi- 
can a la actividad industrial y a los que trabajan en el agro? 
¿Por qué tienen un régimen impositivo diferente y por qué les 
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está prohibido asociarse? ¿Por qué no creemos en la posibili- 
dad de que los productores de ayer pudieran ingresar a otro 
tipo de asociación -naturalmente, si este artículo no hubiera 
estado vigente- que les facilitara mayores ingresos? 


Yo, que coincido plenamente con lo dicho al principio por 
el Miembro Informante, señor Senador Batlle, me siento en la 
necesidad de hacer dos reflexiones que me parecen imprescin- 
dibles. Uno de los argumentos utilizados para mantener este 
artículo fue el de que mediante el conocimiento se tratara de 
evitar la concentración de tierras. Este también fue un argu- 
mento fundamental que se usó en su momento para establecer 
esta disposición en la Ley N” 13.608. ¿Qué ocurrió? ¿Se evitó 
la concentración de tierras? No; después de treinta años esta- 
mos viendo los resultados de lo que pensaban los Legisladores 
iba a suceder frente a estas normas. ¿De alguna manera se 
logró que esto no fuera una tendencia que en el país se asoma- 
ba en la década de los sesenta? No, señor Presidente. 


Mediante el conocimiento de la tenencia de la tierra, me- 
diante la asociación de sociedades anónimas nominativas se 
trataba de evitar la extranjerización de la tierra. El señor Sena- 
dor Gargano decía hace unos momentos que no tenía informes 
recientes. Entonces, pregunto si la ley que se votó en 1967 
evitó eso. No lo evitó. Ha habido -y esto fue denunciado en 
más de una oportunidad por el señor Senador Pereyra en esta 
Sala- un incremento del número de productores extranjeros 
que compran tierras uruguayas. Aquí, quiero hacer un parénte- 
sis porque, como he señalado más de una vez, no estoy en 
desacuerdo con que extranjeros compren tierras en el Uru- 
guay. Tengo esta discrepancia con mi amigo el señor Senador 
Pereyra, porque creo que en un país de emigrantes, como lo es 
el Uruguay, no debemos castigarlos. 


Me preocupan otras cosas con relación a los productores 
extranjeros y también en lo que tiene que ver con los produc- 
tores uruguayos: el manejo de la tierra, que se are cuesta aba- 
jo, que no se preserve el suelo. Esa situación se da frecuente- 
mente en los arrendatarios, prescindiendo de que sean extran- 
jeros o nacionales. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Brezzo) 


-Pienso que la tierra tiene un valor social. Entonces, lo 
único que pide la sociedad uruguaya es que esté bien, que es 
natural del país, sea explotado en forma correcta por buenos 
empresarios, prescindiendo de si se trata de nacionales o ex- 
tranjeros. Preferiría que los extranjeros tuvieran interés en in- 
vertir en el Uruguay, porque como lo señalaba hace unos mo- 
mentos el señor Senador Batlle, se están comprando tierras en 
todo el país. ¿Acaso no nos disputamos en el mundo el interés 
por la inversión? Sin embargo, somos el único país que los ha 
maltratado, y aún así siguen creyendo en el Uruguay e invir- 
tiendo aquí; espero que continúen creyendo e invirtiendo más. 
No distingo entre actividades industriales, comerciales o agro- 
pecuarias, porque se trata de la posibilidad de que estos em- 
presarios den trabajo. Si no es así, seguramente va a ocurrir lo 
que ha sucedido en los últimos treinta años en el país: que la 
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mayor exportación va a ser de gente que va a trabajar en el 
exterior, muchas veces en forma clandestina y en condiciones 
de esclavitud. Lamentablemente, en el extranjero hay urugua- 
yos indocumentados que sobreviven, quizás, trabajando diez 
veces más que lo que lo hacían aquí. 


Como decía, ese es el rubro de mayor exportación que el 
Uruguay ha tenido durante generaciones, porque seguimos man- 
teniendo el concepto de que debemos cuidarnos de los extran- 
jeros cuando, en definitiva, lo que exportamos son nuestros 
hijos que se van a trabajar allí. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción, se- 
ñor Senador? 


SEÑOR HEBER. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: estoy escuchan- 
do con mucha atención la exposición del señor Senador Heber 
y he estado tentado de interrumpirlo tres o cuatro veces. 


Sobre esto le pediría una explicación. En primer lugar, me 
gustaría que me dijera qué políticas son las responsables de 
que ocurra eso. Me refiero, por ejemplo, a la política de inver- 
siones que se ha seguido, a la imposibilidad de que los extran- 
jeros inviertan. Hay una ley -creo que fue aprobada en el año 
1978- que les permite invertir en el país y repatriar el capital y 
todos los intereses a los doce meses. Esa ley sigue vigente. 


SEÑOR BATLLE. - Igual que en Cuba. 
SEÑOR GARGANO. - Sí, igual que en Cuba. 


La ley lleva treinta años; entonces, pregunto por qué no 
vienen los extranjeros a invertir en nuestro país. ¿Qué políti- 
cas son responsables de que no haya inversiones cuidadosas y 
de que no se promueva el desarrollo? Como decía, ellos tienen 
facilidades para llevarse el capital y los intereses; aunque du- 
pliquen en un año la rentabilidad que obtienen -es decir, que 
obtengan un 200% de ganancias- se pueden llevar todo, cosa 
que no ocurre en otros países capitalistas. Por ejemplo, en 
España y Francia esto no se puede hacer; en el Uruguay sí, 
desde hace treinta años. Entonces, ¿los hemos maltratado? No 
creo que sea así. 


¿Se ha maltratado a la agropecuaria? Creo que lo que se paga 
de Impuesto a la Renta Agropecuaria -el señor Senador Batlle se 
refería al tema y yo leí algo de esto en una publicación- son 
aproximadamente U$S 4:000.000 en U$S 3.600:000.000 que 
recauda el Estado. Por otra parte, hemos desgravado el Im- 
puesto al Patrimonio, y hay infinidad de facetas en las que 
existen las mayores posibilidades. Me pregunto, entonces, por 
qué no camina la producción, por qué no se multiplica y la 
gente se va. El Frente Amplio no ha gobernado en los últimos 
treinta años; lo han hecho el Partido Colorado y el Partido 
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Nacional, y hoy gobiernan en coalición. Pregunto cuáles son 
las razones y dónde está la falla. ¿Es con la posibilidad de que 
existan sociedades anónimas agropecuarias que vamos a per- 
mitir el desarrollo explosivo del agro y demás? Esto no está 
demostrado; quizás el resultado sea el contrario. 


Es cuanto deseaba señalar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede conti- 
nuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Pienso que la razón fundamental que 
un extranjero puede tener para evitar elegir el Uruguay como 
un lugar en el que puede invertir, es que aquí se lo haya 
tratado, digamos, como un pirata, como alguien que viene en 
limusina a extraer recursos y a no dar empleo. 


Esto lo vimos en la televisión, nosotros y el mundo, envian- 
do una señal que al país le ha costado más de U$S 1.000:000.000 
de inversiones; pero este es otro tema. Lo cierto, señor Presi- 
dente, es que hemos dado una mala señal que nos ha costado 
mucho recomponer, a pesar de los esfuerzos que sabemos se 
han hecho, incluso por parte de esta Administración. Es noto- 
rio que se ha tratado de recomponer la mala imagen que se dio 
al mundo, sobre todo de fuerzas que cometieron abusos en el 
tratamiento de gente a la que, por otro lado, se llamaba a 
invertir en el Uruguay. 


En cuanto a las sociedades anónimas y en base al razona- 
miento general que estamos exponiendo, debemos decir que 
en el mundo los países se preparan para generar incentivos 
para las empresas. En este sentido, nos preguntamos cómo se 
va a solucionar el problema del desempleo en el Uruguay, si 
hay gente, como el señor Senador Gargano, que cuestiona la 
rebaja impositiva que se ha dado para los sectores agropecua- 
rios e industriales durante la Administración anterior y tam- 
bién en esta. Por otro lado, vemos que los países vecinos lla- 
man a grandes empresas extranjeras de la industria automotriz 
diciéndoles: “Vengan aquí, instálense y durante diez años no 
les cobramos nada; pero vengan a dar empleo”. Esta es la 
alfombra roja que se le pone al capital para que, de alguna 
manera, crea en un país con seriedad y procesos económicos 
estables que le den garantía para realizar sus inversiones mul- 
timillonarias. 


Sin apartarme del tema, quiero decir que sí creo que es 
preciso reducir la imposición para que nuestro país sea más 
atractivo. Todavía en el Uruguay se sigue hablando y fomen- 
tando grandes discusiones acerca de nuevos impuestos para la 
sociedad. ¡Por Dios, señor Presidente! ¿Qué señal vamos a dar 
hacia el exterior? Tenemos que abatir el gasto público para 
bajar los impuestos, a fin de que la inversión en el campo y la 
industria del Uruguay sea más atractiva. De lo contrario, el 
gran atractivo lo seguirá teniendo el sistema financiero, por- 
que en ese ámbito no hay imposición, no llueve, no hay se- 
quía, no hay problemas, no hay angustias y, sobre todo, no 
hay riesgos. Pero esto no se arregla aplicando impuestos sobre 
los depósitos bancarios, como propuso el líder del señor Sena- 
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dor Gargano, y haciendo discriminación entre los depósitos 
uruguayos y los extranjeros. El líder del Frente Amplio salió a 
decir públicamente que se van a gravar los depósitos de los 
uruguayos pero no los de los extranjeros. 


SEÑOR COURIEL. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR HEBER. - Ya se la voy a dar, señor Senador; 
tranquilícese que con mucho gusto, en su momento, se la voy 
a conceder. 


Fíjese, señor Presidente, qué horror de perspectiva tenemos 
cuando se dice, profundizando y aclarando, que los impuestos 
se van a aplicar sobre los intereses, como si estos no fueran 
parte de los depósitos. Quiere decir que los uruguayos que 
ahorran en el mundo financiero nacional van a recibir menos 
intereses, y los extranjeros que también lo hagan en el mismo 
sistema tendrán mejores beneficios, obteniendo mayores inte- 
reses. ¡Por Dios, señor Presidente! Si entramos en ese mundo, 
ojalá que la sociedad se dé cuenta del resultado que pueden 
tener estos disparates que se plantean a nivel nacional como 
propuestas de futuro. Aquí hay un solo camino, que es el de 
bajar la imposición, reducir impuestos. Obviamente, esto no es 
el proyecto, como dice el señor Senador Gargano, si bien es 
cierto que yo he presentado una iniciativa que propone la eli- 
minación total del patrimonio en aquellos bienes afectados a la 
producción. No nos referimos a los bienes de su vida, a dónde 
vive o en dónde tiene la posibilidad de disfrutar; en estos 
casos, tendrá que contribuir con la sociedad. Pero la aplica- 
ción de impuestos sobre los bienes del patrimonio que están 
directamente afectados a la producción se está llevando la poca 
rentabilidad del sector agropecuario y del industrial, determi- 
nando de esa manera que la variable de ajuste sea el despido 
de los funcionarios. Por medio de la voracidad fiscal, estamos 
incentivando la posibilidad de que haya más desempleo, ya 
que el industrial necesita obtener rentabilidad, y si no es así, 
simplemente cierra la empresa y deposita su dinero en el siste- 
ma financiero. 


Debemos ver la realidad y no un mundo teórico. Vayamos 
a lo que sucedió en estos últimos treinta años. 


SEÑOR COURIEL. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR HEBER. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR COURIEL. - Señor Presidente: el señor Senador 
Heber nos tiene acostumbrados a este tipo de alocuciones en 
contra de la izquierda y de alguna de sus posiciones. Si la 
izquierda tiene una identidad es precisamente la búsqueda de 
la igualdad y de la justicia social, que se consiguen por mu- 
chos medios. En estos momentos se discute el tema del Im- 
puesto a la Renta de las personas físicas, que es un impuesto 
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global y, por lo tanto, si alguien hace una inversión financiera 
y gana, lo incorpora a sus ingresos globales, y si esa ganancia 
está por encima de determinado mínimo, debe pagar impues- 
tos. Simplemente es eso lo que plantea el señor Presidente del 
Frente Amplio. Es verdad que los titulares del semanario no 
decían eso, pero si se lee el contenido de la nota, es fácil darse 
cuenta que los titulares estaban sesgados. Por ejemplo, el otro 
día, en una entrevista realizada en la radio, en “El Especta- 
dor”, le preguntaron al doctor Tabaré Vázquez si a su juicio el 
doctor Sanguinetti era neoliberal, a lo que él contesto: “Aplica 
medidas y políticas neoliberales”. Por su parte, los titulares del 
diario “El Observador” dijeron: “Tabaré Vázquez dice que 
Sanguinetti es neoliberal”. Entonces, es bueno que destaque- 
mos con nitidez el papel que cumplen algunos medios de co- 
municación. 


Asimismo, quería advertir al señor Senador Heber de su 
enorme responsabilidad como dirigente del Partido Nacional y 
como integrante de la coalición, de las brutales tasas de des- 
empleo que hay en el Uruguay. ¿Por qué digo esto? Porque las 
tasas de desempleo derivan de una política económica que es 
antiempleo. Para aclarar esto, voy a citar algunos ejemplos. El 
Partido Nacional rebajó aranceles con respecto al resto del 
mundo en forma unilateral. Nadie se lo pedía, pero se lo exi- 
gía su ideología. Hizo esto exactamente en el mismo momento 
en que comenzaba a registrarse el atraso cambiario. Es decir 
que se le quitaba la protección de los aranceles a la industria y, 
simultáneamente, se le retiraba la protección del tipo de cam- 
bio. No hay absolutamente ningún libro de texto que pueda 
justificar la reducción de aranceles cuando existe atraso cam- 
biario. Esto empezó a generar una rebaja brutal en las horas 
trabajadas y en la ocupación industrial. Y hoy lo que tenemos 
es un descenso en la ocupación industrial. Además, como hay 
una reforma del Estado, seguramente la misma está generando 
un descenso en la ocupación y, entonces, lo que empieza a 
ocurrir es que los crecimientos económicos, que de pronto se 
dan en el comercio y en los servicios, no alcanzan para com- 
pensar las enormes caídas que se registran en la industria y en 
el Estado. En este sentido, hay que destacar que esto se da 
sobre todo en la industria, donde la responsabilidad funda- 
mental es del Partido Nacional. 


Por otra parte, señor Senador, todas las políticas que se 
aplicaron y todos los instrumentos que se usaron para ello, son 
antiempleo. Como prueba de esto, observemos que el atraso 
cambiario limita las exportaciones, pero sobre todo a la pro- 
ducción interna que no puede competir con productos impor- 
tados subsidiados. Por lo tanto, el atraso cambiario es antiem- 
pleo. Asimismo, las elevadas tasas de interés del Banco de la 
República, como dijo hoy muy bien el señor Senador Pereyra 
-aclaro que esto parte del Partido Nacional y el Partido Colo- 
rado lo sigue- que no permiten usar los fondos del Tesoro para 
realizar actividades promocionales, son antiempleo. La obse- 
sión de estos Gobiernos por bajar el déficit fiscal significa 
caída de la inversión pública y esto también es antiempleo. Lo 
mismo ocurre con la caída del gasto corriente y con las tarifas 
de los servicios públicos por encima de la inflación, que afec- 
tan las actividades productivas; todo esto es antiempleo. 
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Por lo tanto, existe todo un conjunto de herramientas de 
política económica que es totalmente antiempleo. Entonces, 
nos preguntamos: ¿cómo se quiere mejorar los niveles de em- 
pleo? Según el señor Senador, para ello hay que bajar los 
impuestos. 


El problema de los productores no tiene que ver con el 
Impuesto; tal vez puede deberse a que se limitó la protección; 
el atraso cambiario o a no contar con la rentabilidad suficiente 
en instancias muy especiales donde probablemente un tema 
clave es el de la tecnología. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - La Presiden- 
cia exhorta al señor Senador a que termine su interrupción. 


SEÑOR COURIEL. - En seguida termino, señor Presiden- 
te. 


Como decía, un tema relevante es el de la tecnología, pero 
para que ella exista debemos contar con un sistema educativo, 
con institutos como el “Clemente Estable”, el PEDECIBA y 
todo aquello por lo que hemos luchado permanentemente en 
las leyes de Presupuesto y que siempre cuenta con recursos 
limitados. Asimismo, es clave que haya investigación y, reite- 
ro, un sistema educativo, en el que hay mejoras, que sigo 
reconociendo como positivas aunque, lamentablemente, los do- 
centes cuentan con bajas remuneraciones, por lo que no es 
fácil efectivizar la reforma educativa. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede conti- 
nuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - Esta breve clase que el señor Senador 
Couriel siempre trata de dar a quienes no somos economistas 
nos lleva a sacar algunas conclusiones. 


Me da la sensación de que, tanto el señor Senador Couriel 
como el Frente Amplio, pretenden hacer lo que los partidos 
tradicionales han planteado desde hace treinta años, es decir, 
mantener una realidad de hace tantos años con otra situación 
social, otro nivel de competencia y otro tipo de desafíos. El 
mundo cambió y nosotros tampoco somos los mismos de 
hace treinta años. No olvidemos que el Partido Nacional pro- 
puso -en su momento también estuve de acuerdo- la reforma 
agraria y la nacionalización de la Banca en nuestro país. ¿Hoy 
plantea lo mismo? No, señor Presidente. La realidad cambió y 
tampoco el Frente Amplio hace los mismos planteos que hacía 
cinco años atrás. Creo que en las últimas elecciones sus pro- 
puestas fueron las mismas, pero ya no las hacen más. En defini- 
tiva, tenemos que evolucionar porque el mundo sigue adelante. 


En cuanto a los delirios persecutorios del Frente Amplio 
sobre la prensa nacional -ha habido acusaciones públicas gra- 
ves en este sentido a profesionales de la actividad periodística- 
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sigue pensando que tergiversan versiones de sus líderes y miem- 
bros; sin embargo, leímos el reportaje donde se propone un 
impuesto a los intereses de los depósitos de los uruguayos y 
no de los extranjeros. 


Entiendo que el señor Senador pueda no estar de acuerdo, 
pero le solicito que me permita terminar mi exposición. 


La realidad es que esto fue efectivamente dicho así; si 
ahora se desdice, ese es otro tema. También debemos recono- 
cer cuando nos equivocamos. Si es así, entonces no seguire- 
mos hablando; pero lo que mencioné anteriormente lo leímos 
todos, aunque más tarde fue aclarado y profundizado en un 
reportaje en otro matutino de nuestro país. 


En lo que tiene que ver con el presente proyecto de ley, lo 
que nosotros buscamos es que se trate a los empresarios de 
igual forma. ¿Por qué la diferencia de actividad? ¿Por qué el 
ahorro medio en el Uruguay se puede canalizar al comercio, a 
la prestación de servicios o a la industria y no al sector agro- 
pecuario? ¿Cuál es la razón de que tenga vedada esa posibili- 
dad? 


Se podrá decir que se negocian papeles, pero lo mismo 
ocurre con los hoteles y en la industria. Entonces, ¿cuál es el 
inconveniente? Esos sectores tienen inyección de capital, pue- 
den contar con otros lugares donde financiarse y no cuentan 
con un solo camino, como sucede con el productor agropecua- 
rio, cuya única posibilidad es golpear las puertas de los bancos 
y del mundo financiero, donde en términos generales se lo 
trata mal por culpa del sistema político, que fue el que votó 
varias refinanciaciones que llevaron a que el sector financiero 
de nuestro país tenga hoy aprehensión o cuidado en cuanto a 
otorgar créditos a los productores. La culpa ha sido nuestra y 
de los Parlamentos de períodos anteriores; pero yo, que he 
sido parlamentario, nunca voté las refinanciaciones que se plan- 
tearon. Las refinanciaciones llevaron a que hoy muchos pro- 
ductores se vean integrando las listas negras de aquellos, cu- 
yas cuentas fueron refinanciadas y no tienen otra posibilidad 
de acceder al crédito. Son problemas graves de nuestro país y 
que solucionamos mal. No me refiero a quienes están en el 
gobierno, sino a quienes integramos el Parlamento, donde se 
escucharon lindos discursos, muy demagógicos y generosos, 
pero que indudablemente terminaron haciéndole un daño muy 
grande a un sector que pretendíamos ver crecer y con un ma- 
yor nivel de inversión. Digo esto a pesar de que no estoy 
criticando las preocupaciones que los señores Senadores sana- 
mente han tenido sobre este proyecto, pero debo afirmar que 
nos equivocamos. Actualmente, los productores tienen un solo 
camino y es el sistema financiero, aunque es una puerta que se 
abre a medias, siempre y cuando se mantengan garantías, que 
a veces son el doble de lo que se pide. De alguna manera, 
existe la desconfianza de que el sistema político pueda votar 
rápidamente una ley de refinanciación que pueda llevar inesta- 
bilidad al mundo financiero. Insisto en que hay aprehensión y 
frente a ella seguimos diciéndole a los productores que perma- 
nezcan en la misma puerta, que no pueden asociarse porque 
no se les dan las facilidades para ello. Es cierto que podrían 
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hacerlo mediante sociedades anónimas nominativas, pero lo 
que buscamos es que puedan integrar sociedades anónimas al 
portador. 


En este momento podemos ver en los diarios que se ofrecen 
posibilidades de comprar apartamentos y, a la vez, adquirir hec- 
táreas forestadas. Esto es posible gracias a la imaginación de 
gente que puede canalizar el ahorro nacional mediante la com- 
pra de varios bienes donde se incluye, como atractivo, ser due- 
ño de una hectárea forestada, a través de sociedades anónimas 
que facilitan esto. Lo veo bien, señor Presidente, pero me pre- 
gunto por qué esta situación se puede dar con el árbol y no con 
el ganado, las ovejas o las papas. ¿Cuál es la diferencia? ¿Por 
qué puede haber sociedades anónimas para uno de los subsecto- 
res de la agropecuaria y para los otros no? Me parece tremenda- 
mente injusto que esto suceda en nuestra realidad de hoy. Lo 
que se busca es que ese ahorro medio, que no da para comprar 
un campo y explotarlo mediante arrendamiento, tenga posibili- 
dades de asociarse de forma tal que facilite algún tipo de explo- 
tación que se pueda dar en ciertos sectores del país. 


SEÑOR BATLLE. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR BATLLE. - Solicito que se prorrogue el tiempo de 
que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Se va a votar 
la solicitud formulada. 


(Se vota:) 
-21 en 22. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - No voy a entretener al Senado más de 
la cuenta. 


Creo que esto es bueno para el país y lo decimos claramen- 
te en la exposición de motivos, porque puede ser la causa de 
cambios profundos. Incluso, el señor ex Senador Posadas Mon- 
tero, quien redactó este proyecto de ley y la exposición de 
motivos, tuvo la precaución de incluir un párrafo que me gus- 
taría leer para que nos demos cuenta cómo diferenciamos las 
actividades y el tipo de imposición de algunas de ellas en el 
país. El texto dice: “En oportunidad de debatirse en el Senado 
los proyectos de ley sobre Mercado de Valores y Fondos de 
Inversión, se hizo referencia, por extenso, a la excesiva depen- 
dencia del crédito bancario que exhibe buena parte de los 
sectores productivos. Ese grave problema es particularmente 
opresivo a nivel del sector agropecuario”. 


Este es el argumento que nos lleva a presentar nuestro 
artículo y no otro, como se deja entrever. La única oportuni- 
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dad que tiene el sector agropecuario para desarrollarse es el 
crédito. En ese sentido, estoy de acuerdo con el señor Senador 
Pereyra cuando dice que el Banco de la República debe ser 
realmente un Banco de desarrollo. No creo que ésta tenga que 
ser la única forma. Además, me parece que la posibilidad de 
asociarse puede dar la inyección necesaria y, más aún, cuando, 
como dije antes, hay productores que tienen vedado el acceso 
al crédito. 


Nos parece que este es un buen proyecto de ley, aunque se 
dice que detrás de él hay temas filosóficos. No, señor Presi- 
dente; hay temas reales, prácticos y de cálculos económicos, 
como decía el señor Senador Batlle; una actividad da o no da. 


Tenemos una actividad en el país que no está dando la 
rentabilidad que debería. ¿Qué tendríamos que hacer? ¿Seguir 
poniendo impuestos? No, señor Presidente; hay que ayudar a 
que exista rentabilidad en el sector agropecuario también, por- 
que nadie invierte en algo que no tenga retorno y si no hay 
inversión tampoco habrá desarrollo. Esa es la realidad del Uru- 
guay, sobre todo en la zona del norte. 


El señor Senador Gargano manifestaba haber visto produc- 
tores que explotando 200 hectáreas obtienen maravillas, pero 
depende del suelo y, en muchos casos, la gente no vive de ese 
campo sino que lo explota como una actividad extra. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR HEBER. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR BATLLE. - El señor Senador Gargano hacía una 
reflexión presentando el caso de un productor del sur que en 
200 hectáreas tenía una majada de 2.500 lanares. Suponiendo 
que la totalidad del área es apta, 25 lanares por hectárea en 
una rotación intensa no constituye una gran explotación. De 
cualquier manera, si todas las ovejas dan cuatro kilogramos de 
lana de vellón, obtiene 10.000 kilogramos de esa lana. Si no le 
cuesta nada esquilarlas, ni desojar, ni descolar, ni despiojar, ni 
bañar, porque todo lo hace él personalmente y forma parte de 
su salario, percibe U$S 22.000 al precio de la lana de vellón. 
Si dividimos ese monto entre los doce meses del año, adverti- 
mos que saca la friolera de U$S 1.500 mensuales para vivir, 
mantenerse y reinvertir. ¡Me imagino que el negocio es es- 
pléndido y que muchos inversores del mundo querrán venir a 
nuestro país a ganar esa fastuosa cantidad de dinero! 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede conti- 
nuar el señor Senador Heber. 


SEÑOR HEBER. - También he visto ese tipo de explota- 
ción en el país de hoy. Muchas veces he tratado de buscar 
fórmulas para ayudar, sobre todo al criador que está muy com- 
prometido. 
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Creo que es bueno destacar -aunque ello vaya en desmedro 
de las virtudes que pueda haber tenido la Administración ante- 
rior- que las líneas de crédito que ha sacado el Banco Repúbli- 
ca en la actualidad han permitido desarrollar gran parte de las 
políticas agropecuarias que tiene el país. Realmente, felicita- 
mos al Presidente y al Directorio del Banco República porque 
están haciendo una gestión que vale la pena resaltar. Reitero 
que quizá esto vaya en desmedro de la gestión que hasta hace 
poco teníamos nosotros al frente de dicha Institución, pero si 
es cierto, hay que decirlo. Señalo nuevamente que las líneas 
de crédito y la ayuda que ha brindado el Banco República al 
sector agropecuario han sido excelentes. Naturalmente, pue- 
den mejorarse; pero el giro que ha tenido la política de ese 
Banco es digno de destacar. Me parece bien que se siga esta 
política, porque el sector agropecuario del país se siente res- 
paldado por muchas de las líneas de crédito, así como por las 
posibilidades de repago que indudablemente surgen de una 
tasa especial que ha dado la Institución. 


Sin embargo, como ya lo mencioné, he visto varios tipos 
de explotaciones en el Uruguay. En determinado momento, en 
el mercado mundial existía la posibilidad de dar de comer al 
ganado por medio de “feed lots”, porque el grano estaba muy 
bajo. Era maravilloso ver cómo el ganado enseñado, en la 
mañana y a media tarde, entraba solo a un galpón a comer y 
luego retornaba al campo casi solo. Y aclaro que no me refiero 
a un ganado manso, como puede ser el Holando. Pero eso, al 
productor que hacía ese esfuerzo y efectuaba esa inversión en 
la actualidad ya no le sirve, porque los granos han aumentado 
tanto en el mundo que no es rentable dar de comer al ganado 
mediante “feed lots” en un lugar cerrado. Debe realizar una 
enorme inversión, apostar y arriesgar, pero en el campo hay 
que diversificar para no tener “apostados todos los huevos en 
una misma canasta”, como decimos en campaña. Hay que tra- 
tar de defenderse mediante la diversificación de explotaciones. 
Así se forma un buen productor, que rápidamente puede re- 
convertirse. Á veces, para hacerlo mediante coyunturas inter- 
nacionales porque es tomador de precios, necesita capital. Si 
debe dejar de producir algo y reconvertirse haciendo otra acti- 
vidad totalmente distinta, es preciso que tenga algún socio y 
capital. 


A través de este proyecto, rápidamente podrá hacerse socio 
mediante una sociedad anónima. En algunas oportunidades pue- 
de estar comprometido hasta de más por la inversión anterior 
con el sistema bancario y éste no darle más crédito. ¿Cuál es 
el inconveniente? ¿El temor de que pueda efectuar otro tipo de 
asociación que le dé un mayor nivel de opciones para trabajar? 


Estoy de acuerdo con el proyecto y lo voto convencido. 
Nos lo ha pedido el sector agropecuario, no porque sí ni para 
pagar menos impuestos. La manganeta impositiva es por muy 
pocos pesos. No es fundamental ni decisivo como para aflojar 
la presión tributaria en el sector agropecuario. Pienso que si el 
señor Senador Gargano lo dijo será porque encontró que exis- 
te alguna manganeta para pagar menos al Estado. No lo pongo 
en cuestión. Sin embargo, no es significativo ni constituye el 
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tema de fondo. Lo esencial es dar la posibilidad de que existan 
mayores opciones de capital y no sólo una puerta. Esta es la 
razón principal. 


Quienes en definitiva hemos acompañado con nuestra fir- 
ma este proyecto de ley creemos que es bueno para el país. No 
es revolucionario ni será definitorio. Coincido con el señor 
Senador Gargano cuando expresa que no por esto habrá más 
inversión. Quizá no la haya, pero si por esto mañana hay un 
productor en un predio que tenga la solución económica, con- 
sidero que el proyecto vale la pena. Pienso que beneficiará a 
muchos más. De todas maneras, si brinda la solución financie- 
ra a un solo productor en el país, igual sirve, porque en el 
futuro le daremos posibilidades no solamente a él sino tam- 
bién a las asociaciones que se puedan realizar. Incluso puede 
ayudar en una inversión inicial que permita que este sector sea 
más pujante aun de lo que lo ha sido en estos años. 


SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR PEREYRA. - Señor Presidente: evidentemente no 
me voy a referir a la alusión generosa que en algún momento 
hizo el señor Senador Heber, mi compañero y amigo. Se la 
agradezco. Voy a hablar acerca de su incursión -en una expo- 
sición matizada de muchos otros temas, como los discursos de 
Tabaré Vázquez- y de distintos aspectos que nada tienen que 
ver con el proyecto en cuestión. Me voy a referir a la afirma- 
ción de que las leyes de refinanciación del endeudamiento 
interno fueron un esfuerzo demagógico que hicieron algunos 
Legisladores. Quiero señalarle, con el mayor respeto, que está 
equivocado. Una y mil veces hemos manifestado que el en- 
deudamiento que surge a raíz de la ruptura de “la tablita” fue 
responsabilidad del Estado uruguayo y así como éste, frente a 
situaciones en que había incurrido en responsabilidades -por 
ejemplo, en la época de la dictadura- supo repararlas, así como 
pudo sostener a los Bancos fundidos y comprar las Carteras 
sucias, incobrables, para sustentar una parte del sistema finan- 
ciero, debería asumir la misma posición ante los productores 
rurales. 


Hay que tener en cuenta algo que se ha ignorado en este 
debate: la tierra ha sido, es y seguirá siendo el factor funda- 
mental de supervivencia del Uruguay, en la medida en que 
siga complementándose la etapa productiva con la transforma- 
ción de los elementos que la tierra produce como consecuen- 
cia del trabajo de nuestra gente. 


En cuanto al proyecto de ley en sí mismo, quiero recordar 
que no se ha señalado cuál es la razón por la cual el simple 
cambio de sociedades nominativas por sociedades anónimas 
con acciones al portador va a transformar el país. ¿Por qué 
quienes compren tierras uruguayas, o algunos interesados en 
hacerlo, no quieren mostrar la cara? ¿Por qué no quieren dar 
su nombre? No atribuyo intenciones a nadie, pero se me ocu- 
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rre pensar que es una forma de facilitar el lavado de dinero 
negro; creo que ese es un elemento a considerar. 


Considero que si el sistema financiero ha sobrevivido exi- 
tosamente en el Uruguay, se debe a la protección que le ha 
dado el Estado. Precisamente, quien invierte en el sistema fi- 
nanciero, lo hace sin riesgo porque, si quiebra, el Estado lo 
sostiene. Esto ha quedado demostrado, pero en la producción 
agropecuaria no sucede lo mismo. 


También se ha preguntado qué diferencia hay entre la acti- 
vidad industrial y la que se realiza en la tierra. Debe recono- 
cerse que hay una profunda diferencia -que creo haberla men- 
cionado- pues la tierra es nuestra fundamental riqueza y, ade- 
más, es algo vivo, de valor permanente o, como acostumbra a 
decir el señor Senador Astori, un recurso no renovable que 
tiene el Uruguay; es decir, es un recurso no extensible, pues 
tiene una capacidad y una extensión determinadas, por lo que 
debe ser cuidada para las generaciones que vendrán. 


Ratifico plenamente todos los conceptos vertidos para se- 
ñalar la inconveniencia de este cambio, por cuanto facilitaría 
el proceso de extranjerización perniciosa para el país, que no 
sería la de los extranjeros que se radican en él, sino la de 
aquellos que invertirían en el Uruguay pero vivirían en el 
exterior. Indudablemente, ese proceso se va a ver facilitado el 
día que la tierra se venda por el mundo a través de papeles. 


Lamento haber planteado esta diferencia de enfoque con el 
señor Senador, el amigo Heber, pero me sentí en la obligación 
de puntualizarla porque, en su entusiasmo, deslizó algunas 
palabras que, evidentemente, dieron lugar a que se le contesta- 
ra. 


Nada más. Muchas gracias. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para contestar una 
alusión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: realmente, no ten- 
go agotada mi capacidad de asombro, pero uno se sorprende 
cuando escucha señalar que la gente se equivoca cuando se 
aplica a utilizar metodologías nuevas, paquetes tecnológicos 
innovadores y creativos que, además, están sustentados por las 
organizaciones de productores rurales que los promueven. A 
propósito, di el ejemplo de un productor propietario de 200 
hectáreas que realizaba determinada explotación en Durazno; 
si eso lo llevamos a extensiones mayores, es dable pensar qué 
es lo que puede ocurrir. 


Sé que somos tomadores de precios en el mercado interna- 
cional, pero no creo que el sistema de convertir a los pequeños 
productores en sociedades anónimas les dé la posibilidad de 
obtener créditos como, por ejemplo, los que solicitaban los pro- 
ductores de Joanicó al Banco de la República, según sus mani- 
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festaciones en el seno de la Comisión de Ganadería, Agricultura 
y Pesca. La entidad que estuviera en condiciones de otorgarlos, 
se los prestaría a una tasa de 60% o, en otros casos, al 50% 
anual; estos intereses son los que se cobran cuando, según la 
previsión del señor Ministro de Economía y Finanzas de que la 
tasa de inflación anual será del 20%. Es lógico que nadie puede 
producir rentablemente pagando ese tipo de intereses. 


Reitero -a los efectos de que quede claro en la versión 
taquigráfica- que no sólo hay que dar paquetes tecnológicos 
sino, además, créditos en condiciones adecuadas. 


Me arriesgo a decir que, naturalmente, esa sociedad anóni- 
ma deberá obtener dinero a los precios del mercado; si se le 
concede al 50%, tampoco a ella le será rentable. Digo esto, 
más allá de que no llego a colegir, no me entra en el magín 
que nuestro productor rural, con sus características y dificulta- 
des para entender algunas experiencias de tipo cooperativo y 
demás, pegue el salto de llegar a interesarse por integrar una 
sociedad anónima donde ni siquiera va a ser peón, sino que va 
a tener las acciones en la casa porque, seguramente, las inver- 
siones que ella realice lo va a desplazar del trabajo en el me- 
dio rural. 


Insisto -y reitero lo que señalaba hace un momento el se- 
ñor Senador Pereyra- en que no está demostrado qué beneficio 
va a traer ese tema, ya que el único de carácter central es el 
ocultamiento de la propiedad, es decir, disimularla, así como 
algún beneficio fiscal lateral. Me parece que ese es el objetivo 
y no otro. Expreso esto con el mayor de los respetos, porque 
puede haber gente que entienda que es bueno que no se conoz- 
ca la titularidad de la propiedad. En fin, la libertad de opinión 
permite sostener esa posición y promover los proyectos de ley 
que la hagan posible. Como dije al principio de mi exposición, 
esto se ha vuelto realidad en los depósitos bancarios, en la 
industria, el comercio y, prácticamente, en todo, cerrando el 
círculo, en una palabra, de ese proceso de ocultamiento de la 
propiedad, que no sólo tiene objetivos fiscales sino también de 
tipo político de carácter central, porque si no se tiene conoci- 
miento no se puede combatir determinada concentración de la 
propiedad. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR HEBER. - Pido la palabra para contestar una alu- 
sión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR HEBER. - Señor Presidente: simplemente, deseo 
solicitar que se elimine de la versión taquigráfica el calificati- 
vo “demagogo”. Indudablemente, uno es duro y apasionado 
para defender sus convicciones, aunque nunca he calificado 
actitudes de ningún señor Legislador, y menos aún lo haría 
con respecto al señor Senador Carlos Julio Pereyra. Realmen- 
te, no recordaba que él había presentado proyectos de ley de 
refinanciación, por lo que pido las disculpas del caso. 
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SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: voy a hacer 
una exposición que espero sea breve, porque eso depende de 
que se me soliciten interrupciones; aspiro no tenerlas, a efec- 
tos de no prolongar el aburrimiento que pudieran sentir los 
señores integrantes de este Cuerpo, pues acostumbro darles un 
tono predominantemente jurídico. Reconozco que el Derecho 
no le gusta a todos, pese a que -debo aclararlo- como lo expre- 
sa la filosofía del Derecho, las normas de ese carácter siempre 
son la traducción oficial de propuestas y decisiones políticas, 
dicho esto en el buen y gran sentido de la palabra. 


Reitero que toda norma jurídica es la expresión formal de 
una decisión política. En el mundo moderno es así, sobre todo 
en los sistemas en donde la jurisprudencia y la costumbre no 
son fuente formal del Derecho, sino que este se elabora en 
normas formales escritas. 


Advierto que voy a dividir mi exposición en dos partes: 
realizaré tres aclaraciones y una pregunta, donde plantearé el 
fondo del asunto. 


La primera aclaración que quiero realizar, es la siguiente. 
El artículo 9% de la Ley N* 13.608, que es el que prohíbe que 
empresas con acciones al portador sean propietarias de tierras, 
no es una limitación al derecho de propiedad desde el punto 
de vista jurídico. Aunque lo fuera, cabe recordar que el dere- 
cho de propiedad es individual y, simultáneamente, es una 
función social. Esto lo afirman todos los que han estudiado el 
derecho de propiedad en el Uruguay y su regulación jurídica, 
que se establece por los artículos 32, 231 y 232. 


El artículo 32 dice que el derecho de propiedad es inviola- 
ble, pero sujeto a las limitaciones que se establezcan por razo- 
nes de interés general, al margen de una mucho más grave, 
que es la privación que ya existe desde la época de la Revolu- 
ción Francesa a través del mecanismo de la expropiación. Quie- 
re decir que una persona puede ser privada de una propiedad 
-y no sólo limitada- cuando medie necesidad o utilidad públi- 
ca. En consecuencia, la simple utilidad pública -desde luego, 
cuando existe- puede justificar que a alguien se le prive del 
derecho de propiedad. Podrá estar bien o mal. Las interpreta- 
ciones decimonónicas de la Constitución, que están de moda 
en el neoliberalismo, dicen que eso está muy mal. De todas 
formas, insisto, está establecido en la propia Carta. Inclusive, 
esta situación puede darse sin compensación previa. Como se 
sabe, en unos artículos que no se han aplicado en el Uruguay 
-el 231 y el 232- se permite la expropiación sin indemnización 
previa. Se menciona a los pequeños propietarios, se habla de 
un plan de desarrollo y se establece que se puede pagar hasta 
en diez años con bonos. 


Queda claro, entonces, que ese es el régimen jurídico de la 
propiedad, y su naturaleza jurídica está muy clara en la Cons- 
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titución vigente, le guste o no a muchos. Personalmente, en- 
tiendo que está bien. Repito, hay quienes preferirían otra cosa 
y a veces lo interpretan haciendo de cuenta que no es así. 


La segunda aclaración que deseo formular refiere a que el 
fundamento del artículo 9” de la Ley N* 13.608 -que prohibió 
las acciones al portador para las propiedades agropecuarias- 
no fue exclusivamente, ni siquiera de manera más importante, 
el hecho de evitar la extranjerización de la tierra; este fue uno 
de ellos. 


Tengo cierta vivencia de la Ley N* 13.608 -no por este 
artículo, sobre el cual nunca se hubiera requerido mi asesora- 
miento porque, como se sabe, no soy experto en materia agro- 
pecuaria- porque en ella se incorporó un capítulo sobre el 
Banco Central que constituyó su verdadera Carta Orgánica 
hasta hace poco tiempo, cuando el Parlamento aprobó especí- 
ficamente una Carta Orgánica. 


En la época del Presidente Gestido, el entonces Ministro de 
Economía y Finanzas, esa gran personalidad de la economía 
uruguaya que es Faroppa, convocó a una serie de personas y, 
en lo que refería al Banco Central, fuimos invitados junto al 
contador Buchelli y a nuestro querido amigo -hoy neoliberal, 
gran dramaturgo y muy mal político en mi opinión- Carlos 
Magel. 


SEÑOR BATLLE. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR KORZENIAK. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede inte- 
rrumpir el señor Senador. 


SEÑOR BATLLE. - Creo que es de muy mal gusto califi- 
car si el doctor Maggi es buen o mal político, máxime tenien- 
do en cuenta que no actúa en la vida política y se trata de un 
simple periodista. 


Por lo tanto, le pido al señor Senador que retire lo expresa- 
do. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Puede conti- 
nuar el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: tengo una rela- 
ción amistosa muy particular con el doctor Maggi. Si el señor 
Senador Batlle retira el calificativo de “simple periodista”, con 
mucho gusto retiraré lo que señalé en cuanto a que era un mal 
político. 


De todas formas, lo de mal político lo ha señalado el pro- 
pio doctor Maggi y consta en la dedicatoria de un libro que 
contiene tres obras de teatro. Hace poco tiempo me invitó para 
que le presentara un libro -lo que hice con mucho gusto- todo 
esto muy en broma, porque él sabía perfectamente que se tra- 
taba de un libro sobre el neoliberalismo. 
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Repito, si el señor Senador Batlle retira la expresión “sim- 
ple periodista” respecto del doctor Maggl... 


SEÑOR BATLLE. - Quien ha calificado peyorativamente 
al doctor Maggi es el señor Senador Korzeniak y no quien 
habla. La intención del señor Senador es decir que el doctor 
Maggi es un mal político. Sabemos -notoriamente- que no 
actúa en política; el hecho de escribir y dar su opinión no le 
otorga militancia política. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pida la palabra y espere su turno, 
señor Senador; no hable a los ponchazos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - La Mesa en- 
tiende que el incidente está salvado. Se han hecho las aclara- 
ciones del caso; en consecuencia, la Presidencia exhorta al 
señor Senador Korzeniak a que continúe con su exposición. 


Puede continuar el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Comparto totalmente la opinión 
de la Mesa. 


En la oportunidad en que concurrimos junto a nuestros 
queridos amigos, el doctor Maggi y el contador Buchelli, 
tuvimos ocasión -repito, el capítulo que tratábamos de la Ley 
N* 13.608 se constituyó en la Carta Orgánica del Banco Cen- 
tral durante muchos años- de estudiar y aprender. Como se 
sabe, cuando se está elaborando una ley hay que considerarla 
en su totalidad, dado que el contexto sirve para ilustrar el 
sentido de cada una de sus partes a fin de que exista, entre 
todas ellas, la debida correspondencia y armonía, tal como 
dice el artículo 20 del Código Civil en una sabia propuesta de 
reglas de interpretación. 


Allí advertimos que este artículo 9” no era exclusivamente 
para evitar la extranjerización; tenía mucho que ver con lo que 
expusieron los señores Senadores Pereyra y Gargano respecto 
de la importancia que tiene la tierra para un país, para su 
economía y para su soberanía, tal como intentaremos demos- 
trar más adelante. 


La tercera aclaración que queremos formular tiene que ver 
-lamento que no esté presente en este momento el señor Sena- 
dor Heber- con lo que pude haber hecho al contestar una alu- 
sión política. Como de algún modo eso ya se hizo y en virtud 
de que estaba anotado para hacer uso de la palabra, por razo- 
nes de economía expositiva parlamentaria, pensé que era me- 
jor hacerlo en este momento, como aclaración introductoria al 
tema que nos ocupa. 


La atribución que se hizo a la exposición del compañero, 
doctor Tabaré Vázquez, no se corresponde con lo que efecti- 
vamente ha opinado, tanto sobre el Impuesto a la Renta como 
en lo que tiene que ver con sus destinatarios. A fin de evitar 
dificultades, voy a leer lo que realmente manifestó porque está 
publicado -incluso, ocupa varias páginas- en la sección políti- 
ca del diario “La República” del domingo 8 de junio de 1997. 
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Dice así: “Usted ha realizado algunas propuestas que introdu- 
cen cambios importantes en la dinámica de la plaza financiera, 
por ejemplo la introducción del Impuesto a la Renta, eso ha 
despertado temores y resistencias. Propuso también gravar las 
ganancias de los depósitos de los uruguayos y no de los ex- 
tranjeros, ¿eso no implica una discriminación?”. 


Eso es lo que le pregunta el periodista. El compañero doc- 
tor Tabaré Vázquez responde a lo que tiene que ver con los 
temores, en qué consiste su propuesta y aclara a quiénes gra- 
varía. Dice así: “Los miedos se terminaron. A las sesiones 
abiertas de la Mesa Política, sobre todo en el interior del país, 
vienen productores, empresarios, gremiales empresariales y dia- 
logan con el FA. Plantean sus problemas y propuestas sin 
ningún temor. 


En ese marco se inscribe con un peso importante y con un 
rol decisivo el sistema financiero. 


No niego que puedan existir algunos temores en la plaza 
financiera con respecto a un gobierno de izquierda. Pero basta 
mirar los titulares de la prensa estos días para ver que son 
infundados. Los diarios del mundo informaron que al otro día 
de ganar el Partido Socialista francés las elecciones, la Bolsa 
de Valores de París reaccionó muy favorablemente”. 


Más adelante, continúa: “Lo mismo sucede con nueve de 
los quince países de la Unión Europea que están gobernados 
por fuerzas de izquierda”. Esto es todo lo que expresó en 
cuanto a los temores. 


Con respecto al sistema financiero, se le preguntó en qué 
consistiría la propuesta del Impuesto a la Renta y a quiénes 
gravaría. Concretamente, respondió: “Me parece importante 
aclarar dos cosas: en primer lugar que nuestro concepto de 
Impuesto a la Renta no toca los depósitos bancarios, no los 
grava. Es la renta lo que genera gravamen, en este caso los 
intereses. 


En la renta global de las personas físicas, se cuentan todos 
sus ingresos. Los depósitos no son sus ingresos, son los intere- 
ses, las ganancias; eso es lo que se grava, no los depósitos. 


El segundo punto que debo aclarar: gravamos los depósitos 
de los residentes en el Uruguay, uruguayos y extranjeros. Dije 
que no se podía gravar a los no residentes. 


Para simplificarlo: nosotros hablamos de la imposición del 
Impuesto a la Renta de las Personas Físicas a los residentes; 
los no residentes tributarán en su país. Es en el marco de la 
aplicación de ese impuesto que planteamos lo de gravar los 
intereses de los depósitos, no es una medida aislada”. 


Deseo aclarar que el término “residentes” en el lenguaje 
bancario es una palabra elemental, que es utilizada en todas 
las circulares del Banco Central del Uruguay. Con este voca- 
blo se distingue residentes de aquellos que no lo son, lo cual 
no significa uruguayos o extranjeros. Obviamente, una perso- 
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na que no reside en Uruguay y hace un depósito en Argentina, 
Chile o en India deberá tributar en el país correspondiente. 
Deseaba hacer esta aclaración que, en realidad, reglamentaria- 
mente, pudo haber sido contestada como una alusión. 


A continuación, voy a plantear la pregunta que, a mi jui- 
cio, me permite desarrollar el tema. 


Considero que los señores Senadores Pereyra y Gargano 
analizaron este asunto no sólo con fervor, sino también con 
mucho conocimiento. De cualquier manera, me voy a permitir 
darle a este tema un enfoque jurídico. Concretamente, pregunto: 
¿cuál es la razón para establecer que puede haber acciones al 
portador en las sociedades anónimas? ¿Qué es lo que se gana- 
ría? ¿Por qué hacerlo? Comparto la tesis del señor senador Gar- 
gano, acerca de que es una repetición constante la no publica- 
ción de los balances y que la Inspección General de Hacienda 
no controle más las sociedades anónimas. No es elegante refe- 
rirnos a este asunto, puesto que el señor ex Senador Posadas 
Montero ha renunciado al Senado. Asimismo, se ha propuesto 
eliminar los clásicos límites a determinada categoría de accio- 
nistas. Además, cuando se solicita la aprobación de estatutos, 
una vez transcurridos ciertos plazos sin que haya un pronuncia- 
miento, quedan aprobados tácitamente. Hay como una especie 
de obsesión con las sociedades anónimas. Desde ya adelanto 
que no voy a entrar en aquella vieja polémica sobre la que 
algunos famosos civilistas franceses -partidarios del sistema ca- 
pitalista, no del socialista- hicieron grandes capítulos de las so- 
ciedades anónimas. Entre otros, puedo citar las obras de Aubry 
y Rau -obra en la que hay un capítulo- y Colin y Capitant. 


Por supuesto que a nadie se le va a ocurrir proponer elimi- 
nar las sociedades anónimas. Pero la pregunta sigue en pie: 
¿por qué una persona está dispuesta a invertir con cualquier 
finalidad -financiera o productiva- con pocos o muchos peo- 
nes, si no se sabe quién es? Sin embargo, cuando sí se conoce 
de quién se trata, ya no se quiere invertir. ¿Cuál es la razón? 
Esta pregunta no sólo la planteo para este caso concreto, sino 
en general. ¿Acaso es vergonzoso tener dinero para hacer una 
inversión? Pienso que no; es una cuestión objetiva. ¿Qué faci- 
lita que se haga esto? La respuesta radica en el apresuramiento 
de tratar de hacer el campo de orégano, es decir -no atribuyo 
intenciones- para que las sociedades anónimas tengan mucha 
tranquilidad y libertad para actuar. Esto no acarrea, necesaria- 
mente, un mayor atractivo, en caso de que la persona desee 
hacer una inversión. Además, hay que tener en cuenta que el 
apuro ocasiona algunas desprolijidades. 


Se deroga el artículo 9” de la Ley N* 13.608, sus modifica- 
tivos y concordantes, y uno de los modificativos se refería a la 
exclusión de determinadas prohibiciones. Por tanto, pienso que 
todo esto se podría haber hecho de una manera mejor. 


Sin perjuicio de lo expuesto, la pregunta sigue en pie. Me 
parece que la razón tremendamente importante -lo digo en 
términos de conocimiento personal y real de las cosas- radica 
en la humanidad y en los vínculos casi emotivos de la persona 
con la tierra. Todo esto también tiene su traducción jurídica. 
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En primer lugar, creo -esto es una aventura intelectual, ya 
que no soy economista- que la tierra en Uruguay sigue siendo 
nuestra riqueza básica. Más allá de las vueltas que le demos al 
asunto, la tierra es nuestra riqueza básica. 


En segundo término, la tierra es un poco el emblema de la 
soberanía de lo que desde la era moderna se denomina el 
Estado Nación. Las viejas discusiones doctrinarias acerca de si 
puede haber Estado sin territorio y si éste pertenece al haber o 
al ser del Estado, prácticamente, terminaron. Puede haber na- 
ciones, pueblos sin territorio, pero la tierra es la esencia de la 
organización política. A esta altura eso ya no es discutible. 


Por otro lado, eso está en la Constitución de la República. 
Por supuesto que se puede hablar del pueblo oriental en el 
Exodo, del pueblo judío en su Diáspora o del pueblo palestino 
cuando no tenía territorio. Pero no son Estado hasta que no 
tienen su tierra. Hay un famoso libro -que en mi época era un 
texto- de Jorge Jellinek extraordinario publicista, filósofo, ad- 
ministrativista y constitucionalista, que era esa especie de en- 
ciclopedismo de la década del 20, que caracterizó a la Teoría 
del Estado de algunos alemanes, salvo aquellos que después, 
poco a poco, como Karl Schmidt se fueron volcando al nazis- 
mo. Eso no sucedió con Jorge Jellinek. Asimismo, podemos 
mencionar, entre los franceses, el solidarismo de León Duguit. 
Concretamente, Jorge Jellinek explica que no hay Estado sin 
territorio. Sobre la tierra de un Estado no puede haber dos 
soberanías. 


Como decía, esta es la traducción jurídica de un pensa- 
miento mucho más emotivo, que ya fue explicado por el señor 
Senador Pereyra. Me refiero a la relación que hay entre la 
gente y la tierra. La tierra no pertenece al haber del Estado 
-como decía Jorge Jellinek- no es de su patrimonio; pertenece 
al ser. 


Por lo tanto, el Estado se comunica con la tierra a través de 
la gente. La del Estado no es una relación de propiedad sobre 
la tierra. Por eso, el territorio es la esencia del Estado. Deja- 
mos a un lado las razones económicas que nuestros compañe- 
ros economistas pueden explicar mejor que yo y de la que 
tanto hablaron los antiguos clásicos de lo que hoy es el neoli- 
beralismo económico, como por ejemplo el propio Carlos Marx. 


Ahora, nosotros tenemos nuestras normas. Sé que el tema 
puede resultar aburrido, pero de todas maneras considero mi 
deber ratificar que la riqueza del Uruguay, por más vueltas 
que se le dé, está en nuestra tierra. Uruguay, al final, va a 
tener que volver a todo un sistema que privilegie la produc- 
ción que da su tierra. Nuestro país fue feliz así y lo será de 
nuevo. 


No es una casualidad que la definición de nuestra Repúbli- 
ca -me refiero al artículo 1? de la Constitución- mencione el 
territorio del Uruguay y a los habitantes diciendo que “es la 
asociación política de todos los habitantes comprendidos den- 
tro de su territorio”. Tampoco es una casualidad -podría tener 
un valor más bien declarativo, enfático y fuerte- que se diga 
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“que esta República siempre será libre e independiente de cual- 
quier poder extranjero”. Esto tiene que ver con la tierra y no 
con ninguna discriminación de nacionalidad. 


Como bien explicaba el señor Senador Pereyra, los proyec- 
tos que se han presentado para defender la tierra de eventuales 
compras por parte de personas que podríamos no conocer, han 
sido recibidos por la mayoría de los países -inclusive, me re- 
fiero a países con los que hemos comprometido ciertas bases 
jurídicas más o menos unificables- como ser nuestros vecinos, 
integrantes del MERCOSUR. Por supuesto que no hay ningu- 
na discriminación ni inconstitucionalidad, como alguna vez se 
dijo, porque la Constitución dice que la colectividad uruguaya 
procurará ofrecer con preferencia a sus ciudadanos la manera 
de ganarse el sustento con el desarrollo de una actividad eco- 
nómica. La preferencia está ahí y eso no se considera viola- 
ción de nada ni xenofobia. 


De todos modos, estos proyectos no discriminan entre uru- 
guayos y no uruguayos, sino entre quienes tienen o no arraigo 
por nuestro país. Esta me parece una discriminación no sólo 
permitida, sino que la Constitución la favorece. Por otra parte, 
el artículo 3* de la Constitución -sé que va a despertar alguna 
sonrisa, cuando no aburrimiento- dice “que el Uruguay jamás 
será el patrimonio de persona o familia alguna”. Al respecto 
voy a hacer una pregunta que también va a despertar casi la 
ironía. De repente, alguien podría decir que por razones estra- 
tégicas o geopolíticas -el Uruguay desde su nacimiento se en- 
cuentra en un lugar geopolítico muy importante- va a comprar 
el 80% de la tierra, pero no quiere que se sepa, y por ello lo 
hace a través de una sociedad anónima con acciones al porta- 
dor para que nadie sepa muy bien quién es el comprador. De 
todos modos, por lo menos los periodistas más avezados van a 
dar la información. Tal vez alguien se sonría y diga “pero 
quién va a poder comprar un país”. Sí, se puede; hay revistas 
especializadas que publican listas de gente con grandes fortu- 
nas y los otros días leí cuáles eran las doce familias con fortu- 
nas personales que superan por lejos no sólo lo que vale todo 
el territorio del Uruguay, a un precio promedio, sino el Pro- 
ducto Bruto de 4 ó 5 países juntos. Por supuesto que imagino 
esto como una hipótesis muy extrema y lo hago para que la 
exposición sea más clara. 


Este artículo 3* a que hice referencia fue utilizado una sola 
vez en la historia hace muchos años -se presentó un escrito 
ante un Tribunal- aunque pienso que estuvo mal invocado, 
porque no había ninguna familia que se quisiera apropiar de la 
soberanía de nuestro país. 


SEÑOR BATLLE. - Esta es la segunda. 


SEÑOR KORZENIAK. - No lo estoy invocando porque se 
haya violado, sino que digo que existe la posibilidad hipotéti- 
ca de que un grupo, una o varias multinacionales por razones 
estratégicas, se queden con el 80% de este territorio. Esto no 
intenta ser el ejemplo de una hipótesis que se pueda dar ahora 
y lo que estoy buscando son respuestas. ¿Qué es lo que se 
logra diciendo que pueden haber acciones al portador? ¿Qué 
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cosa nueva aparece? ¿Cuál es el atractivo para los inversores? 
Vamos a ser claros, señor Presidente, el tema de por qué los 
inversores no siempre vienen a realizar actividades producti- 
vas... 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Tiene la pala- 
bra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Solicito que se prorrogue el tiempo 
de que dispone el orador. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Se va a votar 
si se prorroga el tiempo de que dispone el orador. 


(Se vota:) 
-18 en 19. Afirmativa. 
Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: trataré de no 
utilizar el tiempo que con tanta amabilidad me concedió el 
Senado. 


¿Cuáles son los atractivos para que se invierta en determi- 
nado país? El Uruguay tiene más atractivos para la inversión 
financiera porque -pienso que se podría establecer una inver- 
sión de tipo industrial o agropecuaria, pero con mucho perso- 
nal- la política está orientada de tal manera que no ha sabido 
decirle a una persona en qué tiene que invertir para obtener 
una ganancia similar con menos problemas. Como esto no 
ocurre así, se obtienen menos problemas colocando el dinero 
en un Banco -por lo que no se paga impuestos- y cobrando los 
intereses. Esta es la razón por la que las inversiones financie- 
ras son importantes y, por ello, se explican muchos fenómenos 
del Uruguay. 


Acaso porque se diga que no se va a saber quién es el 
inversor, ¿vamos a estar frente a un atractivo para un inversor 
que hoy no hay? Creo que no, y sigo con la pregunta sin 
contestar. 


Quisiera comentar que en cierta oportunidad -no me voy a 
referir a ningún miembro de este Senado ni del Período pasa- 
do- estaba dialogando con una persona con cultura universita- 
ria a quien le planteé la posibilidad de que alguien pudiera 
comprar el Uruguay y 4 ó 5 países más. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - La Mesa soli- 
cita a los señores Senadores que reduzcan los murmullos para 
que pueda continuar con su exposición el señor Senador Kor- 
zeniak. 


SEÑOR KORZENIAK. - Agradezco a la Mesa el amparo a 
mi fonética que está un poco debilitada. 
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Como decía, señor Presidente, le pregunté a la persona con 
la que estaba conversando cuánto valía promedialmente la hec- 
tárea, porque tenía más conocimiento que yo y a raíz de eso le 
comenté que alguien podría comprar todo. Con una expresión 
casi orglástica, de apoyo a ese fetichismo por el mercado, me 
dijo ¡ojalá la comprara, porque estoy seguro que rendiría mu- 
cho más! Naturalmente, luego entramos en una discusión ami- 
gable y civilizada, porque se trataba de una persona de mi 
conocimiento, en la que le reiteré los conceptos que mucho 
mejor que yo explicó hoy el señor Senador Carlos Julio Pereyra 
acerca de lo que significa la tierra para un país y una política 
de apoyo a la producción de nuestro agro; sobre todo -lo digo 
porque lo siento- a los que producen en el agro. Además, si se 
debiera optar en cuanto al apoyo, a los que tienen menos re- 
cursos se los tendría que apoyar más. Digo esto porque soy un 
socialista, pienso así y creo que eso también generaría benefi- 
cios. Son cuestiones instrumentales, pero la idea básica es que 
la riqueza verdadera del país -no la única, porque también está 
su gente, su posición geopolítica y políticas adecuadas para 
aprovechar estos factores- está en nuestro campo, a pesar de 
las vueltas que la economía y la política han ido dando. 


SEÑOR BATLLE. - El territorio completo vale 
U$S 6.800:000.000. 


SEÑOR KORZENIAK. - Debe haber más de 50.000 fami- 
lias que lo pueden comprar. 


SEÑOR PRESIDENTE (Don Luis Brezzo). - Por favor, 
señores Senadores, no dialoguen. 


SEÑOR KORZENIAK. - En este caso, como la interven- 
ción del señor Senador Batlle fue acompañada por una sonri- 
sa, no hice una objeción reglamentaria. 


Entonces, señor Presidente, siendo así, reitero la pregunta 
en cuanto a qué se gana con establecer la posibilidad de que 
las acciones sean al portador. Creo que la respuesta a esta 
interrogante la dio el señor Senador Gargano cuando dijo que 
lo que se obtiene es que no pueda saberse fehacientemente 
quiénes son los dueños de la tierra, por lo menos en lo inme- 
diato. ¿Ello proporciona alguna ventaja para el país? 


Este tema se estudió mucho en el Banco Central con res- 
pecto al sistema financiero, no en la infraestructura material 
del campo y de las industrias, sino en lo que es la superestruc- 
tura monetaria del Uruguay. Este asunto ha sido muy conver- 
sado, y en muchos países -no sólo en el nuestro- se dice que 
los Bancos, por sus características y por su importancia, tienen 
que saber quiénes son los dueños. No puede haber testaferros, 
y si los hay, se debe al ingenio del ser humano en sus vetas 
malas, aunque como soy optimista, participo de la tesis de que 
el individuo es de esencia buena a pesar de que pueda tener 
vetas pícaras. 


(Ocupa la Presidencia el señor Senador Carlos J. Pereyra) 
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-En general, cuando esto ocurre, se sabe, y tanto se sabe 
que cuando un Banco anda mal, además de las medidas oficia- 
les que trascienden, hay gente que conoce mucho de estos 
temas -por ejemplo, del Banco Central o del Banco de la Re- 
pública- y entonces llama al Directorio, le dice que no está 
funcionando como debería y, por lo tanto, se debe cambiar su 
integración. Esto se hace y está muy bien que así sea, pero 
para ello hay que saber quiénes son los dueños porque, de lo 
contrario, es muy difícil. 


Si la tierra es, como creemos, el fondo básico de la rique- 
za, me parece que la medida establecida en la Ley N* 13.608 
no sólo es necesaria, sino que es sabia, y por ello se repite en 
muchos países además del nuestro. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor Senador Fernández Faingold. 


SEÑOR FERNANDEZ FAINGOLD. - Quiero solicitar al 
Cuerpo la posibilidad de postergar mi intervención para la 
próxima sesión en la que se trate este punto, en la medida en 
que el tiempo que resta de la sesión es menor del que dispon- 
dría reglamentariamente. 


7) SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Dése 
cuenta de una solicitud de licencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Virgili solicita licencia el día 17 
de junio, por razones particulares.” 


-Léase. 
(Se lee:) 
“Montevideo, 11 de junio de 1997. 
Sr. Presidente del Senado 
Dr. Hugo Batalla 


Presente 


Por la presente solicito a Ud. se me conceda licen- 
cia el día 17 de los corrientes, por razones particulares. 


Lo saludo con mi mayor consideración. 
Orlando Virgili. Senador.” 
SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Si no se 


hace uso de la palabra, se va a votar si se concede la licencia 
solicitada. 
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(Se vota:) 
-22 en 23. Afirmativa. 
8) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Tiene la 
palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANTORO. - En virtud de lo manifestado ante- 
riormente por el señor Senador Fernández Faingold, formulo 
moción para que se levante la sesión. 


SEÑOR PRESIDENTE (Prof. Carlos J. Pereyra). - Si no se 
hace uso de la palabra, se va a votar la moción formulada. 


(Se vota:) 
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-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace a la hora 19 y 44 minutos, presidiendo el 
profesor Carlos J. Pereyra y estando presentes los señores 
Senadores Andújar, Astori, Batlle, Brezzo, Cid, Couriel, Dal- 
más, Fernández Faingold, Garat, Gargano, Heber, Irurtia, 
Korzeniak, Mallo, Millor, Pozzolo, Ricaldoni, Santoro, Sar- 
thou, Segovia y Virgili.) 
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